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* INICIATIVA Y PROPOSICIONES

«Comunicación de la Presidencia de la Mesa Directiva de
la Cámara de Diputados, por la que informa el turno que le
corresponde a la iniciativa con proyecto de decreto y a las
proposiciones con punto de acuerdo registradas en el orden
del día del miércoles 4 de diciembre de 2013, de confor-
midad con los artículos 100, numeral 1, y 102, numeral 3,
del Reglamento de la Cámara de Diputados.

Con fundamento en los artículos 100, numeral 1, y 102, nu-
meral 3, del Reglamento de la Cámara de Diputados, se in-
forma a la honorable Asamblea los turnos dictados a la ini-
ciativa con proyecto de decreto y a las proposiciones con
punto de acuerdo, registradas en el orden del día del 4 de
diciembre de 2013 y que no fueron abordadas. 

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 4 de diciembre de 2013.— Dipu-
tado Ricardo Anaya Cortés (rúbrica), Presidente.»

«Iniciativa con proyecto de decreto

1. Que expide la Ley de Iniciativa Legislativa Ciudadana,
suscrita por  los diputados Trinidad Morales Vargas y Ma-
rino Miranda Salgado, del Grupo Parlamentario del Parti-
do de la Revolución Democrática.

Turno: Comisión de Gobernación, para dictamen, y a la
Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública, para opi-
nión.

Proposiciones con punto de acuerdo

1. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al jefe del
gobierno del Distrito Federal a atender las necesidades de
las personas en situación de calle, a cargo del diputado Jo-
sé Isidro Moreno Árcega, del Grupo Parlamentario del Par-
tido Revolucionario Institucional.

Turno: Comisión del Distrito Federal, para dictamen.

2. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a esta sobe-
ranía a extender un reconocimiento a la activista pakistaní
Malala Yousafzai, en su próxima visita a México, por su
destacada labor en pro del derecho a la educación de los ni-
ños del mundo, suscrito por los diputados Verónica Beatriz

Juárez Piña y Agustín Miguel Alonso Raya, del Grupo Par-
lamentario del Partido de la Revolución Democrática.

Turno: Comisión de Derechos de la Niñez, para dicta-
men.

3. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a los titula-
res de la SCT y de la Profeco a llevar a cabo medidas tras
los actos de discriminación cometidos por Aeroméxico
contra ciudadanos oaxaqueños, a cargo del diputado  Sa-
muel Gurrión Matías, del Grupo Parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional.

Turno: Comisión de Transportes, para dictamen.

4. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a los go-
biernos federal y de Guerrero a respetar y hacer efectivos
los decretos presidenciales que declaran zona forestal ve-
dada el cerro El Huixteco, en Taxco, a cargo del diputado
Marino Miranda Salgado, del Grupo Parlamentario del
Partido de la Revolución Democrática.

Turno: Comisión de Medio Ambiente y Recursos Natu-
rales, para dictamen.

5. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la Sagar-
pa, a la Conapesca, a la CDI y al Inapesca a consultar al
pueblo cucapá sobre los aprovechamientos pesqueros y los
acuícolas, y las actividades productivas en la reserva de la
biosfera Alto Golfo de California y Delta del Río Colora-
do, a cargo del diputado Carlos de Jesús Alejandro, del
Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución Demo-
crática.

Turno: Comisión de Asuntos Indígenas, para dictamen.

6. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la CDI a
situar oficinas de atención de los pueblos indígenas en las
ciudades de los estados fronterizos del norte del país, a car-
go del diputado Carlos de Jesús Alejandro, del Grupo Par-
lamentario del Partido de la Revolución Democrática.

Turno: Comisión de Asuntos Indígenas, para dicta-
men.»
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página 239 del Diario de los Debates del 4 de diciembre de 2013.
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LEY DE INICIATIVA LEGISLATIVA CIUDADANA

«Iniciativa que expide la Ley de Iniciativa Legislativa Ciu-
dadana, suscrita por los diputados Trinidad Morales Vargas
y Marino Miranda Salgado, del Grupo Parlamentario del
PRD

Planteamiento del problema

El derecho de la ciudadanía a iniciar el engranaje legislati-
vo mediante la entrega de un proyecto de iniciativa marca,
sin duda, un componente toral en todo proceso democrati-
zador. A nivel internacional, en concordancia con este pro-
ceso, nueve de cada diez países presentan algún tipo de in-
fluencia directa de los ciudadanos en el proceso legislativo
o de toma de decisiones.

En nuestro país, a nivel local, las constituciones de 30 en-
tidades federativas y el Estatuto de Gobierno del Distrito
Federal señalan la existencia de esta figura. No obstante,
fue hasta el pasado 9 de agosto de 2012 –tras más de una
década de haber arribado a la agenda política y legislativa
del país– que se publicó en el Diario Oficial de la Federa-
ción el decreto en materia de reforma política que incluye
el establecimiento, a nivel federal, de diversos derechos de
participación ciudadana, entre ellos, el de la iniciativa ciu-
dadana.

El decreto estableció, en su artículo segundo transitorio,
que el Congreso de la Unión tendría que expedir la legisla-
ción secundaria para hacer efectivos los cambios constitu-
cionales, a más tardar, un año contado a partir de la entra-
da en vigor de éste. La exigencia de legislar en la materia
es mayor si consideramos que los ciudadanos ya han deci-
dido ejercer estos derechos, que no podrían, por tanto, ser
conculcados a falta de una regulación expresa.

La formulación de la legislación secundaria conlleva, pues,
el reto de hacerlos asequibles, de proveer las garantías y los
mecanismos legales, procesales y administrativos que, le-
jos de inhibirlos o convertirse en un obstáculo para su ejer-
cicio, los haga efectivos, accesibles y eficaces.

En este marco, el objetivo central de la presente iniciativa
es cumplir el mandato constitucional en lo que a la trami-
tación, análisis, dictamen, discusión y, eventual, aproba-
ción de las iniciativas ciudadanas en el Congreso de la
Unión se refiere. Lo anterior, desde una perspectiva plural
y de ampliación de los derechos humanos individuales y
colectivos, lo cual permitirá, además, promover la cons-

trucción de ciudadanía, proceso por demás relevante en
una democracia como la nuestra que ha tendido a la frag-
mentación, la dispersión y la anomia social, a lo largo de
las últimas décadas.

Argumentación

Sin duda alguna, el siglo XX marcó el triunfo de la demo-
cracia como el sistema de gobierno dominante en el mun-
do. A lo largo de dicha centuria y tras las guerras mundia-
les y conflictos armados regionales y locales asociados a
regímenes totalitarios, dictatoriales, militares, autocráticos,
e incluso coloniales, la democracia moderna emergió como
la forma más perfecta –y perfectible– de gobierno, al lograr
sustentarse, en mayor o menor grado, en lo que posterior-
mente se reconocería en el derecho internacional, como los
derechos fundamentales de la humanidad.

En particular, de acuerdo con Norberto Bobbio, “el desa-
rrollo de la democracia desde comienzos del siglo pasado
coincidió con la extensión progresiva de los derechos polí-
ticos, es decir, del derecho de participar (en la decisión de
los asuntos públicos), por medio de la elección de repre-
sentantes”1. Ciento cuarenta de los casi doscientos países
del mundo convocan a elecciones multipartidistas, más que
en cualquier otro momento de la historia. No obstante, el
funcionamiento de la democracia representativa o indirec-
ta plantea diversos desafíos, relacionados con los límites
que imponen las sociedades modernas en las que la plura-
lidad, la complejidad de la realidad política, social y eco-
nómica, así como el desgaste de las instituciones públicas
han mermado la capacidad del sistema para articular, agre-
gar y representar legítima y eficazmente los intereses ciu-
dadanos.

En este sentido, a la euforia e ilusiones generadas por las
diversas olas democratizadoras les sucedieron el descon-
tento y, a la postre, la insatisfacción y el alejamiento ciu-
dadano de lo público. A decir de Miguel Carbonell, “en el
mundo moderno, se ha producido un tránsito cuando me-
nos paradójico en los escenarios de la participación políti-
ca: cuanto más se han ensanchado esos escenarios, tanto
más se han multiplicado las actitudes displicentes o clara-
mente abstencionistas por parte de los votantes”, aunque
como más adelante señala, el abstencionismo no es sólo
electoral, sino también cívico. Lo anterior se ve claramen-
te reflejado en los datos que el Latinobarómetro presenta
periódicamente con relación a lo que denomina “la menor
adhesión ciudadana al régimen democrático” que en Amé-
rica Latina se halla encabezada por Perú (7 por ciento), pero



seguido muy de cerca por Paraguay (13 por ciento), Ecua-
dor (14 por ciento), Bolivia (16 por ciento) y México (17
por ciento)2.

De este modo, mientras que el siglo XX significó la instau-
ración del régimen democrático como sistema de gobierno
dominante, particularmente, en lo que respecta a la institu-
cionalización de la vía electoral como mecanismo de acce-
so al poder; el siglo XXI está llamado a dotar de contenido
a la democracia en lo que al ejercicio y distribución –o en el
caso de las democracias maduras, redistribución– efectiva
del poder se refiere.

Por ello, la continuidad y el avance democrático en el siglo
XXI se hallan fuertemente relacionados y condicionados
por la revitalización y reconfiguración de los canales de
participación que hagan realidad la inclusión plena de la
ciudadanía y de sus intereses en la arena pública. Esto es,
de trascender el primordial pero circunscrito –tanto en con-
tenido como en temporalidad– ejercicio del voto y, de esta
forma, redimensionar el elemento central de la democracia:
la radicación de la soberanía en el pueblo.

Este contexto llevó al secretario general de la ONU –tras el
compromiso que los gobiernos del mundo asumieron en la
Cumbre Mundial de este organismo en 2005 con el princi-
pio democrático de “plena participación ciudadana”– a ini-
ciar en 2010 la década para “la democratización de la de-
mocracia”3.

Una ruta de cambio en este escenario –comúnmente consi-
derada excluyente, pero cada vez con mayor auge en el ám-
bito internacional– son los mecanismos de participación
ciudadana semidirectos, los cuales brindan la posibilidad a
la ciudadanía de incidir en la toma de decisiones en mate-
rias que tradicionalmente están circunscritas a instancias
políticas representativas o gubernamentales.

Tales procedimientos se hallan enmarcados en lo que la te-
oría política contemporánea ha denominado como “demo-
cracia deliberativa”, la cual aspira a profundizar la demo-
cracia con base en el principio de razonamiento público
entre ciudadanos, rehusándose a concebirla como un mero
sistema de selección de representantes o de promoción de
determinadas políticas públicas, a partir de la agregación
de las preferencias de los individuos. Este modelo se pre-
senta, pues, como una opción a aquellos de corte elitista y
económico; así como una estrategia que permite recons-
truir los principios de legitimidad y fortalecer la goberna-
bilidad democrática en las democracias contemporáneos,

en la que la deliberación pública no es sólo un elemento
central para el mejoramiento de la calidad democrática, si-
no que constituye la esencia del proceso democrático.

En consecuencia, para este modelo resulta de igual rele-
vancia tanto la libertad de los ciudadanos de expresar sus
opiniones políticas, como el derecho a que se protejan el
resto de sus derechos fundamentales, a través de su partici-
pación en la toma de decisiones políticas por la vía mayo-
ritaria. No obstante, el proceso deliberativo no necesita
apelar al consenso como criterio de legitimidad política, to-
da vez que basta con que los participantes tengan razones
públicamente accesibles –aunque sean divergentes– para
apoyar el proceso y sus resultados, así como para seguir
participando en él. De ahí que dos características torales de
la democracia deliberativa sean la razonabilidad y la publi-
cidad, en tanto procesos sociales de comunicación.

Así, la iniciativa legislativa ciudadana se inscribe como un
procedimiento de carácter deliberativo, toda vez que per-
mite a los ciudadanos introducir temas en la agenda legis-
lativa que, de otra manera, difícilmente formarían parte de
ésta, ya sea porque son contrarios a los intereses de los le-
gisladores o porque no les son relevantes política o electo-
ralmente. Pero sobre todo porque constituye un ejercicio en
el que la comunicación y la argumentación pública son un
factor central para el respaldo que le brinde el resto de la
ciudadanía.

De este modo, la iniciativa ciudadana permite acercarse al
ideal democrático descrito puntualmente por Abraham Lin-
coln en su célebre discurso de Gettysburg: un gobierno de-
mocrático debe ser “del, por y para el pueblo”. O en pala-
bras de José Woldenberg, “…la democracia es una forma
de gobierno, un modo de organizar el poder político en el
que lo decisivo es que el pueblo no es sólo el objeto del go-
bierno –lo que hay que gobernar– sino también el sujeto
que gobierna”4.

Su ejercicio contribuye entonces a determinar el nivel de
evolución del sistema político, en la medida en que, por un
lado, da forma a la idea central de la democracia represen-
tativa moderna, a saber: el ejercicio del máximo nivel po-
sible de soberanía a través de la representación de la mayor
variedad de preferencias e intereses ciudadanos. Pero, por
otro, en la medida en que responde a las exigencias ciuda-
danas. De acuerdo con una encuesta realizada por la orga-
nización World Public Opinion (Opinión Pública Mun-
dial), en diecinueve países, el 85 por ciento de las personas
encuestadas creen que la voluntad del pueblo debería ser la
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base de la autoridad de gobierno, y el 74 por ciento cree
que el principio de la soberanía popular aún no se ha mate-
rializado adecuadamente en la práctica. En otras palabras,
una gran mayoría de todo el mundo está de acuerdo en que
la democracia participativa y deliberativa debe constituir
un pilar central de la vida pública.

De este modo, la puesta en práctica de la iniciativa legisla-
tiva ciudadana permite avanzar no sólo en la construcción
de un modelo democrático que incentive una mayor perte-
nencia social, restablezca la cohesión social y promueva la
figura del ciudadano activo, elevando con ello el nivel de
legitimidad para el sistema en su conjunto; sino también en
la aplicación de los principios de participación que defien-
de la Declaración Universal de los Derechos Humanos. Es-
pecíficamente, el artículo 21 de la declaración establece
que: “Toda persona tiene derecho a participar en el gobier-
no de su país, directamente...” y “la voluntad del pueblo es
la base de la autoridad del poder público”.

Desde luego, ello depende de la calidad de los ordena-
mientos que regulen su promoción, análisis, discusión y
aplicación, así como de la transparencia con la que se apli-
quen.

Contexto internacional

En Europa, prácticamente todas las nuevas constituciones
de los países que la integran –aproximadamente 30– han si-
do aprobadas por sus ciudadanos mediante referéndum. Y,
en la actualidad 9 de cada 10 cuentan con algún tipo de in-
fluencia directa de los ciudadanos en la toma de decisiones
política o legislativa.

Suiza constituye el país pionero en el proceso de incorpo-
ración de procedimientos de democracia participativa y de-
liberativa y cuenta con una larga tradición en su uso. En el
caso de la iniciativa popular, ésta se incorporó desde 1874
en la Constitución, permitiendo efectuar reformas a ésta, y
en 2003 se incorporó, con el voto favorable de la ciudada-
nía, una reforma que introdujo mejoras que permiten no só-
lo que los ciudadanos puedan efectuar reformas a la Cons-
titución, sino crear y modificar leyes federales. Lo anterior,
bajo la forma de una propuesta genérica, presentando 100
mil firmas, en un plazo de 18 meses contados a partir de su
publicación oficial.

En Hungría, la Constitución marca un número mínimo de
50 mil ciudadanos electores para presentar una propuesta
en la Asamblea Nacional. Dicha propuesta debe estar for-

mulada de manera explícita para ser discutida en el recin-
to. La iniciativa popular nacional puede tener por objeto
obligar a la Asamblea Nacional a incluir en el orden del día
un asunto que está dentro de su competencia. Se destaca el
hecho de que para la recolección de firmas la Constitución
establece un plazo de dos meses, mientras que el plazo de
dictamen, según su ley reglamentaria, es de tres meses a
partir de que el presidente de la Asamblea Nacional recibe
el informe de admisibilidad del Comité Nacional Electoral.

En España, la Constitución prevé la iniciativa popular a ni-
vel nacional y provincial y está regulada desde 1984. En
este país, se requieren 500 mil firmas acreditadas de ciuda-
danos, lo que equivalente al 1.26 por ciento de su lista elec-
toral. El proceso se inicia mediante la presentación de la
documentación en la Mesa del Congreso de los Diputados,
la cual examina la documentación remitida y se pronuncia
en el plazo de 15 días sobre su admisibilidad.

Cabe destacar que la comisión promotora puede entablar
un recurso de amparo contra la no admisibilidad ante el
Tribunal Constitucional. Para la recopilación de firmas, se
establece un plazo de seis meses, el cual puede ser prorro-
gado por causa mayor. Por último, el Estado compensa a
los promotores los gastos realizados en la difusión y reco-
lección de firmas, siempre que se alcance el número de fir-
mas requerido y se inicie el proceso parlamentario.

Por su parte, en el continente americano, las herramientas
de democracia participativa y deliberativa se encuentran
presentes a nivel federal en prácticamente todos los países
–siendo Estados Unidos y Canadá dos excepciones rele-
vantes– y en un gran número de ellos, también a nivel lo-
cal.

En el caso de Estados Unidos, no obstante que la iniciativa
ciudadana no forma parte de la legislación a nivel federal,
alrededor del 70 por ciento de la población vive en un es-
tado o ciudad que dispone de esta herramienta. En algunos
estados como Utah y Oregon, la iniciativa ciudadana se in-
corporó en sus constituciones incluso desde hace más de
100 años. En el caso de California, para que un proyecto de
ley sea presentado en la siguiente votación general se re-
quiere que los promotores (sponsors) recopilen el 5 por
ciento de los votos de la última elección para gobernador.
Asimismo, para las reformas a la Constitución se exige un
8 por ciento. Todas las firmas deberán juntarse en un perí-
odo de 150 días. Los promotores generalmente ofrecen una
paga a los recolectores de éstas.



Este mecanismo ha jugado un papel central en la legisla-
ción local estadounidense, lo que implica que junto con
Suiza sean de los países con mayor experiencia legislativa
ciudadana en el mundo, por lo menos a nivel local.

En el resto del continente americano, casi la totalidad de
las constituciones reformadas durante los años 80 y 90 (Ar-
gentina, Brasil, Colombia, Ecuador, Paraguay, Perú y Ve-
nezuela) incorporaron estos mecanismos y procedimientos.
Uruguay conforma un caso atípico, pues inició este proce-
so en 1919.

En el caso de Brasil esta figura se encuentra en su Consti-
tución federal desde la reforma de 1988. Sus primeras ex-
periencias se concentraron en temas presupuestarios, parti-
cularmente en el presupuesto participativo. Sin embargo, la
puesta en práctica de la iniciativa popular se ha visto obs-
taculizada debido a la exigencia de alcanzar a nivel federal,
aproximadamente, 900 mil firmas (1 por ciento del electo-
rado), distribuidas por lo menos en cinco estados, con no
menos del 0.3 por ciento de firmas del electorado de cada
uno de ellos.

En Colombia, la iniciativa popular legislativa fue incorpo-
rada en la Constitución Política en 1991. La ley reglamen-
taria fijó los requisitos para la utilización del procedimien-
to en los ámbitos nacional, departamental y local, siendo
necesario que el promotor se acredite como tal, mediante el
respaldo de al menos el 5 por ciento de los ciudadanos ins-
critos en el censo electoral correspondiente. Una vez acre-
ditado, tiene la facultad de presentar la respectiva iniciati-
va, contando con un plazo de seis meses para recabar las
firmas.

Paraguay incorporó el mecanismo de iniciativa popular en
su Constitución de 1992, cuya reglamentación se encuentra
en su Código Electoral, el cual establece que para la pre-
sentación de una propuesta legislativa deben reunirse las
firmas de por lo menos el 2 por ciento de los electores ins-
critos en el Registro Cívico Permanente. Los promotores
pueden presentar al Congreso el texto de la ley y su expo-
sición de motivos sin contar aún con el número mínimo de
firmas requerido, a fin de establecer si existe un proyecto
igual en trámite sobre la misma materia, o si el proyecto
versa sobre materias vedadas para este tipo de procedi-
mientos. En estos casos, la iniciativa se rechaza y no se ad-
mite recurso alguno.

Si no existen estos impedimentos, los promotores tienen
180 días para presentar el resto de los pliegos con las fir-

mas necesarias. Durante este período, el proyecto tendrá
prioridad en su tratamiento sobre cualquier otro proyecto.
Si al término de los 180 días los promotores no reunieron
las firmas, pero presentaron el 75 por ciento de las requeri-
das, el plazo puede prorrogarse por 60 días más. Agotado
éste, caduca el derecho a la iniciativa, la que no podrá ser
promovida de nuevo hasta después de transcurridos dos
años. Esta misma restricción se mantiene para los proyec-
tos que hayan sido rechazados por el Congreso.

En Perú, la ley establece que se requieren las firmas com-
probadas del 0.3 por ciento de la población electoral na-
cional para presentar un proyecto de ley. Este recibe prefe-
rencia en el trámite del Congreso, que ordena su
publicación en el diario oficial, y debe ser dictaminado y
votado en un plazo de 120 días calendario.

En Argentina, este procedimiento fue incluido en la Cons-
titución Nacional, al igual que la consulta popular, con la
reforma constitucional de 1994, la cual señala que la cá-
mara de origen para presentar proyectos ciudadanos es la
Cámara de Diputados. El porcentaje mínimo requerido es
el 3 por ciento del padrón electoral nacional, debiendo con-
templarse una “adecuada distribución territorial para sus-
cribir la iniciativa”, a fin de que no quede excluida la par-
ticipación de regiones en relación con la totalidad del
territorio. Cumplidos estos requisitos, el Congreso está
obligado a dictaminar las propuestas dentro del término de
doce meses.

Por su parte, la ley reglamentaria exige un porcentaje de
firmantes no inferior al 1.5 por ciento del padrón electoral
utilizado para la última elección de diputados nacionales.
Dicho porcentaje debe representar como mínimo a seis dis-
tritos electorales, salvo que la iniciativa tenga alcance re-
gional. En este último caso, el porcentaje se obtiene sobre
el total empadronado de todas las provincias que integran
la región.

Ni la Constitución ni la ley prevén una medida para el ca-
so en el que el Congreso no las dictamine en el plazo de do-
ce meses. Además, el plazo de doce meses “es objeto de di-
lación en la ley”, ya que parece correr desde su
presentación, según la Constitución, mientras que la ley da
inicio al proyecto desde que la Cámara lo admite. Además,
la Comisión de Asuntos Constitucionales es la primera que
interviene después de la presentación del proyecto, en caso
de rechazarla, no admite recurso alguno y la iniciativa que-
da bloqueada definitivamente.
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Contenido de la iniciativa

En función del análisis anterior, la presente propuesta bus-
ca desarrollar las bases jurídicas que garanticen a la ciuda-
danía el pleno derecho de participar en la toma de decisio-
nes públicas, a través de la presentación de la iniciativa
legislativa ciudadana ante el Congreso federal, sin exclu-
siones por razones de género, edad, residencia, lengua, ni-
vel educativo, estado civil o capacidad mental.

La propuesta consiste en que todo ciudadano y ciudadana
tiene la posibilidad de iniciar un trámite legislativo relativo
a la promulgación, abrogación o reforma a leyes secunda-
rias federales e incluso modificar la Carta Magna –excep-
tuando las materias claramente definidas, independiente-
mente de si cuenta o no con experiencia legislativa, con
instrucción superior, con un lugar de residencia urbano o
rural o, de inicio, con el respaldo ciudadano necesario.

Con esta propuesta, todo ciudadano o ciudadana, podrán a
acudir a la Cámara de Diputados con la finalidad de pre-
sentar un proyecto de iniciativa. Dicho proyecto, se acom-
pañará de un formato de presentación previamente propor-
cionado por la Cámara; una vez admitido el proyecto, éste
órgano legislativo deberá publicar en su portal de Internet
éste a fin de comenzar el proceso de recolección de firmas.

La propia Cámara, proporcionará vía portal de Internet, los
formatos de adhesión, los cuales podrán ser descargados
por todo ciudadano o ciudadana a fin de suscribirse al mis-
mo, y podrán hacerlo incluso, por correo certificado si és-
tos vivieran en un estado distinto al del promotor.

Este proyecto por tanto pretende, incentivar que se reco-
nozca y fortalezca el derecho de reunión, de asociación, en-
tre otros, así como a establecer legalmente que toda perso-
na tiene deberes con la familia, la comunidad y la
humanidad, mediante su incidencia en las decisiones polí-
ticas públicas nacionales, los cuales constituyen factores
esenciales en la conformación de todo Estado democrático
participativo y deliberativo.

En cuanto a su procedimiento, se propone brindar la opor-
tunidad de recolectar el número de firmas que marca la
Constitución en un plazo de 180 días hábiles posteriores a
la entrega y publicación del proyecto de iniciativa, y per-
mite que la recolección de apoyos sea tanto de manera per-
sonal como por correo certificado.

Se dispone que el proceso de recolección de firmas sea res-
ponsabilidad absoluta del promotor y ofrece la opción de
solicitar prórroga de 30 días en el caso de que faltando 20
días para el vencimiento de recolección de apoyos, falte
por recolectar el 10 por ciento de las firmas, facilitando con
esto las herramientas necesarias que permitan hacer reali-
dad esta propuesta, es decir, posibilita el conocimiento y
eventual apoyo por parte de la ciudadanía, así como su efi-
caz proceso legislativo. Quedará prohibido cualquier tipo
de pago por concepto de intercambio en especie o en efec-
tivo para la obtención de firmas de adhesión.

Por tanto, la presente iniciativa no sólo reconoce y fomen-
ta los derechos fundamentales, sino que además provee las
garantías sustantivas y procesales para hacerlos efectivos,
es decir, provee recursos de capacitación, información, di-
fusión, apelación, garantía de audiencia, inconformidad y
dictamen, respetando en todo momento el principio de in-
clusión.

A través de la capacitación y la información, garantiza a la
ciudadanía contar con las herramientas y los conocimien-
tos básicos necesarios que le permitan ejercer este derecho.
Por su parte, mediante la difusión de la Iniciativa Legisla-
tiva Ciudadana, a través de su colocación en el portal de in-
ternet de la Cámara de Diputados, así como en la Gaceta
Parlamentaria y su transmisión en el Canal del Congreso,
se garantiza el acceso de los ciudadanos a conocer los de-
talles que fundamentan y dan origen a las iniciativas pre-
sentadas, lo que permite que no se conviertan en coto de
poder solamente de los grupos de la sociedad civil más ac-
tivos.

Las garantías de apelación y audiencia, por su parte, están
plenamente garantizadas en este proyecto. La primera, a
través, del derecho que tendrán los promotores de acudir
ante el Tribunal Electoral Federal en caso de que el Institu-
to Federal Electoral rechace las firmas presentadas en apo-
yo a su iniciativa legislativa ciudadana. La segunda, me-
diante, el derecho que tendrán de alegar verbalmente
cualquier duda, durante el proceso de dictamen, e incluso,
a través de la posibilidad de solicitar un nuevo dictamen,
ante una inconformidad producto de que, a su juicio, en di-
cho proceso se haya pervertido el espíritu de su propuesta
o no cumpla con sus expectativas.

Ahora bien, en lo que respecta su trámite o proceso legis-
lativo, la iniciativa propone que la Cámara de origen sea la
Cámara de Diputados. Esta decisión se fundamenta en el



hecho de que en tanto que el Estado mexicano se halla or-
ganizado en una federación, el Congreso se integra con dos
Cámaras: la de Diputados, que representa los intereses de
la nación y la de Senadores, que representa los intereses de
las entidades federativas. Por tanto, en nuestro régimen re-
presentativo, la representación del pueblo reside, esencial-
mente, en la Cámara de Diputados.

Siguiendo con su proceso legislativo, la iniciativa propone
un plazo exclusivo de dictamen en ambas Cámaras, única-
mente computable en periodos ordinarios. Particularmente,
subraya la obligación inexcusable de dictaminar los pro-
yectos ciudadanos en dichos plazos, garantizando con ello
su debido proceso y su independencia de la agenda de los
partidos, a fin de que no se queden en la llamada “conge-
ladora legislativa”, o bien, se venza el plazo para este pro-
cedimiento.

En suma, esta iniciativa busca respetar el principio de cali-
dad normativa, al hacer efectiva y accesible la participa-
ción a todas y todos los ciudadanos que así lo dispongan,
quedando claro que su aplicación estará encaminada en to-
do momento a favorecer y garantizar el principio pro per-
sona.

No desconocemos el hecho, de que una nueva ley del Con-
greso está a debate, sin embargo, el Congreso está faculta-
do para legislar en materia de iniciativa ciudadana con fun-
damento en el artículo 73 fracción XXIX-Q de la
Constitución. Además, la presente iniciativa forma parte
del quinto acuerdo: “Gobernabilidad democrática” de los
compromisos establecidos en el Pacto por México, especí-
ficamente del número 93, el cual establece que para poder
instrumentar plenamente la nueva reforma política, de la
cual forma parte la iniciativa ciudadana, se aprobarán las
respectivas leyes reglamentarias.

Con su presentación, el Grupo Parlamentario del PRD, por
nuestro conducto, cumple con una parte fundamental de su
agenda legislativa, aquélla relativa a dar certidumbre jurí-
dica a los ciudadanos para hacer efectivo su derecho cons-
titucional de iniciar leyes. Mediante este ordenamiento,
hoy más que en ningún otro momento de la historia, la de-
mocracia participativa comienza a ser un concepto dotado
de pleno contenido.

Fundamento legal

Por lo expuesto, el suscrito Trinidad Morales Vargas, dipu-
tado de la LXII Legislatura del honorable Congreso de la

Unión e integrante del Grupo Parlamentario del Partido de
la Revolución Democrática, con fundamento en los artícu-
los 71, fracción II; 73, fracción XXIX-Q, de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos; 6, numeral
1; 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados, me
permito someter a consideración de esta soberanía la si-
guiente iniciativa con proyecto de

Decreto por el que se crea la Ley de Iniciativa Legisla-
tiva Ciudadana

Artículo Único: Se crea la Ley de Iniciativa Legislativa
Ciudadana, para quedar como sigue

Ley de Iniciativa Legislativa Ciudadana

Capítulo Primero
Disposiciones Generales

Artículo 1.

La presente ley es de orden público e interés social, tiene
como finalidad reglamentar la fracción VII del artículo 35
y la fracción IV del artículo 71 de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos, a efecto de establecer
las normas y procedimientos por los que se regirá la pre-
sentación, discusión y aprobación de la iniciativa legislati-
va ciudadana en el Congreso federal.

Artículo 2.

La iniciativa legislativa ciudadana es un derecho político
por el que los ciudadanos pueden iniciar proyectos de ley o
decreto, consagrado en la fracción VII del artículo 35 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

Artículo 3.

Para efectos de la presente ley, la Cámara de Diputados
fungirá como Cámara de origen para la presentación de la
iniciativa legislativa ciudadana ante el Congreso de la
Unión y la Cámara de Senadores actuará como Cámara re-
visora.

Las Cámaras del Congreso se sujetarán a las disposiciones
contenidas en la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, la Ley Orgánica del Congreso General de los
Estados Unidos Mexicanos y sus reglamentos respectivos en
lo no previsto por la presente ley.
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Artículo 4.

Cualquier ciudadano o grupo de ciudadanos, organizados
de hecho o de derecho, interesados en someter al conoci-
miento y discusión del Congreso de la Unión un proyecto
de ley o decreto, presentarán ante la Mesa Directiva de la
Cámara de Diputados el correspondiente proyecto.

En la interpretación de las disposiciones de esta ley deberá
prevalecer el principio de ampliación de los derechos ciu-
dadanos.

Artículo 5.

La presente ley tendrá las siguientes finalidades en cual-
quier materia de carácter federal, a excepción de las esta-
blecidas en el artículo 7:

I. Reformar la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos.

II. Aprobar una nueva ley.

III. Reformar, adicionar o abrogar una ley vigente.

Artículo 6.

Los elementos formales que debe contener una iniciativa
legislativa ciudadana son:

I. Título de la propuesta;

II. Exposición de motivos;

III. Fundamento legal;

IV. Texto normativo propuesto;

V. Artículos transitorios;

VI. Lugar;

VII. Fecha, y

VIII. Nombre y firma del o los promotores. En caso de
que sea una organización de la sociedad civil el ente
promotor, denominación de la organización de la socie-
dad civil y firma del representante legal.

Artículo 7.

No podrán ser objeto de iniciativa legislativa ciudadana los
proyectos referidos a las siguientes materias:

I. Presupuestal, fiscal o tributaria;

II. Política exterior;

III. Regulación interna de la administración pública fe-
deral;

IV. Regulación interna del Congreso;

V. Regulación interna del Poder Judicial de la federa-
ción, y

VI. Seguridad nacional.

Capítulo Segundo
De su presentación

Artículo 8.

La iniciativa legislativa ciudadana se ejercerá mediante la
presentación de un proyecto suscrito por al menos el cero
punto trece por ciento (0.13 por ciento) de los ciudadanos
inscritos en el padrón electoral que el Instituto Federal
Electoral determine.

Artículo 9.

El o los promotores de una Iniciativa legislativa ciudadana
deberán presentar la siguiente documentación ante la Mesa
Directiva de la Cámara de Diputados:

I. Formato de presentación debidamente requisitado, co-
mo se especifica en el artículo 10 de esta ley.

II. Breve exposición de motivos dirigida a la ciudadanía
por el cual solicita su adhesión.

III. Proyecto de iniciativa en versión impresa con firma
autógrafa y en versión electrónica.

Artículo 10.

El formato de presentación de una Iniciativa Legislativa
Ciudadana será elaborado y proporcionado gratuitamente
por la Cámara de Diputados a quien lo solicite, o bien, po-



drá descargarse la versión electrónica del Portal de internet
de la Cámara de Diputados, y deberá contener las siguien-
tes especificaciones:

I. Logo de la Cámara de Diputados de la legislatura vi-
gente;

II. Nombre o nombres de los promotores de la iniciativa;

III. Domicilio para recibir comunicaciones, formatos de
adhesión por correo certificado, y demás documenta-
ción relacionada con la iniciativa;

IV. Título de la iniciativa;

V. Sinopsis de la iniciativa;

VI. Fecha;

VII. Número de folio (asignado al momento de su en-
trega);

VIII. Leyenda relativa al artículo 71 Constitucional: “El
derecho de iniciar leyes o decretos compete: …IV. A los
ciudadanos en un número equivalente, por lo menos, al
cero punto trece por ciento de la lista nominal de elec-
tores, en los términos que señalen las leyes”.

IX. Leyenda relativa a la veracidad y autenticidad de la
iniciativa: “Bajo protesta de decir verdad, hago constar
que los datos asentados en este formato son auténticos y
verificables”.

X. Advertencia de que cualquier fraude en el proceso de
recolección de firmas será sancionado con la suspensión
del trámite.

Artículo 11.

La Mesa Directiva de la Cámara de Diputados revisará la
procedencia de la iniciativa en cuanto a lo establecido en
los artículos 6 y 7 de esta ley, relativo a la estructura y ma-
teria de la propuesta de la iniciativa legislativa ciudadana.
Para ello, contará con 10 días hábiles. Una vez transcurri-
do este periodo, deberá comunicar en un escrito su decisión
al o los promotores y publicarlo en el portal de internet de
la Cámara de Diputados:

De resultar procedente, la Mesa Directiva de la Cámara de
Diputados publicará, igualmente y de manera íntegra, la

versión electrónica del proyecto de la Iniciativa Legislati-
va Ciudadana en el portal de internet de la Cámara de Di-
putados, a efecto de ponerla a disposición de la ciudadanía.

En caso de que ser improcedente, el escrito a que hace re-
ferencia el primer párrafo de este artículo deberá estar de-
bidamente fundamentado.

Artículo 12.

En caso de ser procedente, el o los promotores dispondrán
de 180 días hábiles para la recolección de las firmas de
quienes apoyen el proyecto, contados a partir de la publi-
cación del proyecto de iniciativa legislativa ciudadana en el
portal de internet de la Cámara de Diputados.

La Cámara de Diputados deberá especificar en el portal de
internet la fecha a partir de la cual comienza a contabili-
zarse el plazo señalado en el párrafo anterior, así como su
vencimiento.

Artículo 13.

Si faltando 20 días hábiles para el vencimiento del plazo
establecido para la recolección de firmas, ésta no hubiera
alcanzado el total establecido por el Instituto Federal Elec-
toral, el o los promotores podrán solicitar a la Mesa Direc-
tiva de la Cámara de Diputados una prórroga, siempre y
cuando la cifra faltante no exceda el 10 por ciento del total.

En caso de que la Mesa Directiva otorgue la prórroga, el o
los promotores podrán subsanar las firmas faltantes en un
plazo que no deberá exceder los 30 días hábiles adiciona-
les al plazo original.

Artículo 14.

Está estrictamente prohibido que el o los promotores reali-
cen cualquier tipo de pago por concepto de apoyo a una ini-
ciativa legislativa ciudadana.

Capítulo Tercero
De las adhesiones

Artículo 15.

Para consignar el apoyo a una iniciativa legislativa ciuda-
dana, el ciudadano o ciudadana deberá seguir el siguiente
procedimiento:
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Requisitar el formato de adhesión de su puño y letra, con-
forme a lo especificado en el artículo 16 de esta ley, de for-
ma completa y legible; si la persona no supiere escribir po-
drá imprimir su huella dactilar.

Entregar al o los promotores el formato de adhesión, de
manera personal o bien, enviárselo vía correo certificado.

Está estrictamente prohibido recibir cualquier tipo de pago
en especie o en efectivo en intercambio para la obtención de
firmas de adhesión a una iniciativa legislativa ciudadana.

Artículo 16.

El formato de adhesión de una iniciativa legislativa ciuda-
dana será elaborado y proporcionado gratuitamente por la
Cámara de Diputados a quien lo solicite, o bien, podrá des-
cargarse la versión electrónica del Portal de internet de la
Cámara de Diputados, y deberá contener las siguientes es-
pecificaciones:

I. Logo de la Cámara de Diputados de la legislatura vi-
gente;

II. Título de la iniciativa;

III. Sinopsis de la iniciativa;

IV. Número de folio, asignado por la Mesa Directiva de
la Cámara de Diputados al proyecto a respaldar.

V. Fecha;

VI. Nombre del ciudadano o ciudadana;

VII. Clave de elector del IFE;

VIII. Leyenda relativa al artículo 71 Constitucional: “El
derecho de iniciar leyes o decretos compete: ...IV. A los
ciudadanos en un número equivalente, por lo menos, al
cero punto trece por ciento de la lista nominal de elec-
tores, en los términos que señalen las leyes”.

IX. Firma autógrafa.

Artículo 17.

En todo momento, el o los promotores serán los responsa-
bles del proceso de recolección de firmas y de informar a
la Cámara de Diputados sobre éste.

La Cámara de Diputados, de acuerdo a los datos que pro-
porcionen los promotores, informará diariamente a la ciu-
dadanía el número firmas recolectadas en curso, a través de
su portal de Internet.

Capítulo Cuarto
De su validación y admisión

Artículo 18.

Para su admisión, la Mesa Directiva de la Cámara de Di-
putados revisará que la Iniciativa Legislativa Ciudadana
cumpla con el requisito establecido en la fracción IV del
artículo 71 constitucional. Para ello:

I. De conformidad con la fracción VII del artículo 35 del
mismo ordenamiento, remitirá al Instituto Federal Elec-
toral los formatos de adhesión entregados en apoyo a la
iniciativa legislativa ciudadana, con la finalidad de veri-
ficar y validar la autenticidad de las firmas de cada sus-
criptor.

II. No serán contabilizados los formatos de adhesión
suscritos que incurran en alguno de los siguientes su-
puestos:

a. Fecha, nombre o clave de elector de la credencial
para votar con fotografía ilegible;

b. Datos incompletos;

c. Firma no manuscrita o sin huella dactilar, y

d. Los demás que determine el Instituto Federal
Electoral.

III. El Instituto Federal Electoral deberá dar respuesta
en un plazo no mayor a 15 días hábiles.

IV. La Cámara de Diputados deberá publicar en su por-
tal de internet el resultado del proceso de autentificación
y validación, remitido por el Instituto Federal Electoral.

Artículo 19.

Si la iniciativa legislativa ciudadana no cubre el requisito
del número de firmas validadas para su admisión, el o los
promotores podrán solicitar una prórroga dentro de los 15
días hábiles siguientes a la publicación del resultado del
proceso de autentificación en el portal de Internet de la Cá-



mara de Diputados, siempre y cuando el porcentaje faltan-
te no exceda el 10 por ciento del total.

En caso de que la Mesa Directiva otorgue la prórroga, los
promotores podrán subsanar las firmas faltantes en un pla-
zo que no deberá exceder los 30 días hábiles.

Artículo 20.

Si la iniciativa no fuese admitida por no contar con el nú-
mero de firmas validadas requerido, podrá ser nuevamente
presentada en el transcurso del siguiente año legislativo, in-
distintamente de la legislatura que corresponda, siendo vá-
lidas las firmas anteriormente recabadas y autentificadas.
En este supuesto, volverán a correr los plazos establecidos
en el artículo 12 de esta ley.

Artículo 21.

Aquellas iniciativas legislativas ciudadanas que conforme
al Instituto Federal Electoral hayan cumplido con el requi-
sito señalado en el artículo 8 de esta ley, serán considera-
das como admitidas, dando inicio a su trámite legislativo,
bajo el procedimiento especial de iniciativa legislativa ciu-
dadana.

No será admitida ninguna iniciativa que no reúna el núme-
ro de firmas requerido, previamente autentificado.

Capítulo Quinto
De su publicación

Artículo 22.

Una vez admitida la iniciativa legislativa ciudadana por la
Mesa Directiva de la Cámara de Diputados, ésta ordenará:

I. Su publicación en la Gaceta Parlamentaria, cuyo enca-
bezado deberá referirse expresamente a que se trata de un
proyecto de ley o decreto bajo el procedimiento especial
de iniciativa legislativa ciudadana.

II. Su registro en el orden del día, durante las dos primeras
sesiones del periodo ordinario que corresponda.

Capítulo Sexto
De su procedimiento de dictamen

Artículo 23.

El plazo de dictamen de la iniciativa legislativa ciudadana
comenzará a computarse, a partir de que es recibida por la
comisión o comisiones correspondientes, sin que deban de
transcurrir más de cinco días hábiles desde que el presi-
dente de la Mesa Directiva haya dictado el turno.

No deberán transcurrir más de dos sesiones de publicación
en el orden del día correspondiente sin que la Mesa Direc-
ta dicte el turno respectivo.

Artículo 24.

Si al momento de turnar una Iniciativa Legislativa Ciuda-
dana, por ser inicio de legislatura, no se ha constituido la
o las comisiones ordinarias a las que corresponda el turno,
las cámaras ordenarán su integración.

I. El plazo para integrar la o las comisiones de dictamen
no será mayor a cinco días hábiles, a partir de que la ini-
ciativa legislativa ciudadana se haya sido turnada.

II. La comisión o comisiones que examinen una inicia-
tiva legislativa ciudadana podrán incorporar, previo
acuerdo de la mayoría de sus integrantes, aquellas que
sobre la materia se hayan presentado.

III. La comisión o comisiones dictaminadoras deberán
garantizar en todo el proceso legislativo, la participa-
ción del o los promotores al momento de estudiar y vo-
tar la iniciativa legislativa ciudadana.

Artículo 25.

Ambas Cámaras del Congreso tendrán la obligación inex-
cusable de dictaminar las iniciativas legislativas ciudada-
nas. El procedimiento de dictamen se sujetará a los si-
guientes plazos:

Un plazo máximo de 60 días hábiles para emitir el dicta-
men, si la iniciativa legislativa ciudadana versa sobre pro-
yectos de reforma constitucional o de creación de nuevas
leyes.

El plazo será de máximo 30 días hábiles, si el proyecto ver-
sa sobre reformas a la legislación secundaria federal.
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En caso de ampliación, modificación o rectificación de tur-
no, los plazos volverán a computarse de conformidad con
lo establecido en los Reglamentos de ambas Cámaras.

Los plazos de dictamen se interrumpirán en los periodos de
receso y deberá continuar en el periodo ordinario inmedia-
to indistintamente del año legislativo o legislatura que con-
tinúe.

En ningún caso los plazos establecidos en este artículo se-
rán prorrogables.

Artículo 26.

Las Mesas Directivas de ambas Cámaras deberán emitir una
prevención o excitativa a la comisión o comisiones dictami-
nadoras, diez días hábiles antes de que se venza el plazo pa-
ra dictaminar, a través de una comunicación que deberá pu-
blicarse en la Gaceta Parlamentaria.

Artículo 27.

En la elaboración del proyecto de dictamen, así como en su
discusión y aprobación por la o las comisiones, se aplica-
rán las disposiciones que para el efecto disponen los regla-
mentos de cada cámara, en lo relativo al trabajo en comi-
siones.

Si ha transcurrido el plazo máximo señalado para emitir
dictamen por la comisión o comisiones dictaminadoras, el
presidente de la Cámara deberá someter de inmediato a la
consideración del pleno el proyecto de ley o decreto en sus
términos, para su discusión y votación, observando lo dis-
puesto por esta ley y por los Reglamentos de cada Cámara.

Capítulo Séptimo
De su discusión y votación en el Pleno

Artículo 28.

Una vez recibido el dictamen de la iniciativa legislativa
ciudadana por la Mesa Directiva, no podrán transcurrir más
de dos sesiones sin que se someta a discusión y votación
por el pleno.

Artículo 29.

La discusión y votación de los dictámenes relativos a la
iniciativa legislativa ciudadana se sujetará a lo previsto en
el reglamento de cada Cámara.

Artículo 30.

Todo proyecto de iniciativa legislativa ciudadana se discu-
tirá sucesivamente en ambas Cámaras, observándose lo es-
tablecido en el artículo 72 de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, esta ley y los Reglamentos de
cada Cámara.

La discusión sucesiva entre ambas cámaras deberá apegar-
se a los plazos establecidos en la presente ley.

Artículo 31.

Aprobado un proyecto en la Cámara de Diputados, pasará
para su discusión a la Cámara de Senadores en calidad de
minuta, y continuará su procedimiento legislativo de con-
formidad con los artículos 72 y 135 constitucional, según
el caso.

Cuando la minuta que contenga un proyecto de ley o de-
creto de iniciativa legislativa ciudadana sea desechada, en
todo o en parte, o modificada por la Cámara de Senadores,
ésta deberá devolverla, acompañada de las observaciones
pertinentes, a la Cámara de Diputados, para los efectos del
artículo 72, apartados d) o e), de la Constitución, la cual
contará con plazo de diez días hábiles para resolver lo con-
ducente.

Capítulo Octavo
De su difusión

Artículo 32.

La difusión de una iniciativa legislativa ciudadana se reali-
zará, únicamente, a través de los medios institucionales del
Congreso de la Unión, conformados por el Canal del Con-
greso, los portales de Internet y las Gacetas Parlamentarias
de ambas Cámaras.

Capítulo Noveno
De los derechos y obligaciones de los ciudadanos

Artículo 33.

Podrá ser promotor de una iniciativa legislativa ciudadana
cualquier ciudadano o grupo de ciudadanos, organizados
de hecho o de derecho, que cumplan con los siguientes re-
quisitos:

I. Ser ciudadana o ciudadano mexicano.



II. Contar con su credencial para votar con fotografía vi-
gente, expedida por el Instituto Federal Electoral.

Artículo 34.

Toda ciudadana y ciudadano tendrá derecho a recibir la in-
formación y capacitación correspondiente para la elabora-
ción de una Iniciativa Legislativa Ciudadana, a través de
los mecanismos que determinen las Mesas Directivas de
las cámaras del Congreso de la Unión para ese propósito.

Artículo 35.

Para garantizar la eficacia de la participación ciudadana
durante el proceso legislativo de la iniciativa legislativa
ciudadana, se deberán respetar las siguientes garantías:

I. El promotor o promotores deberán ser convocados a
todas las sesiones en que se discuta el proyecto y ser es-
cuchados en comisiones, en número máximo de 5 re-
presentantes.

II. Deberá considerarse la opinión de aquellas organiza-
ciones ciudadanas o expertos académicos que el o los
promotores pongan a consideración de la comisión o co-
misiones dictaminadoras para la elaboración del dicta-
men.

III. El promotor o promotores tendrán derecho a incon-
formarse cuando la comisión o comisiones en su dicta-
men distorsionen el espíritu de la iniciativa legislativa
ciudadana. En este supuesto, el promotor o promotores
podrán solicitar en escrito dirigido a la Mesa Directiva,
que el dictamen se devuelva a la comisión o comisiones
para elaborar un nuevo dictamen, el cual debe ser pre-
sentado en un plazo no mayor a 10 días hábiles. El es-
crito deberá contener los siguientes elementos:

a. Exposición de motivos, conformada por el funda-
mento jurídico, los antecedentes y las consideracio-
nes del o los promotores para llegar a dicha determi-
nación.

b. Firmas del o los promotores que apoyen dichas re-
soluciones.

c. Sobre la solicitud, la Mesa Directiva deberá resol-
ver sobre la petición en un plazo no mayor a 5 días
hábiles.

Artículo 36.

El o los promotores de la iniciativa legislativa ciudadana
tendrán el derecho a retirarla en cualquier momento, te-
niendo la posibilidad de presentarla durante el año legisla-
tivo siguiente a su admisión inicial, indistintamente de la
legislatura a la que corresponda, apegándose a lo estableci-
do en los artículos 8 y 9 de esta ley.

En este caso, las firmas que apoyaron la iniciativa y que
fueron autentificadas por el Instituto Federal Electoral se-
guirán siendo válidas durante el periodo señalado, por lo
que será necesario recolectar únicamente aquellas firmas
que hagan falta para cubrir el requisito establecido en el ar-
tículo 8 de esta ley.

Artículo 37.

El promotor o promotores podrán solicitar el reembolso de
los gastos erogados para la elaboración y presentación de
la Iniciativa Legislativa Ciudadana, previa exhibición de
los comprobantes fiscales correspondientes, siempre y
cuando el Congreso haya aprobado el proyecto y éste se
encuentre publicado en el Diario Oficial de la Federación.
Los reembolsos corresponderán a los siguientes rubros:

I. Asesorías relacionadas con la materia de la iniciativa, y

II. Envíos por correo certificado.

Artículo 38.

El o los promotores tendrán la obligación de informar a la
Cámara de Diputados el origen de los recursos económicos
que empleen para la elaboración del proyecto de Iniciativa
Legislativa Ciudadana, así como, en su caso, para el pro-
ceso de recolección de firmas correspondiente.

En caso de que el proyecto sea admitido, dicha informa-
ción será publicada en el portal de internet de la Cámara de
Diputados. De lo contrario, estará disponible para el ciuda-
dano que lo solicite.

Capítulo Décimo
De los recursos de apelación

Artículo 39.

Contra las resoluciones que emita el Instituto Federal Elec-
toral en materia de iniciativa legislativa ciudadana, relati-
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vas a la autentificación de las firmas recolectadas por los
promotores, procederá el recurso de apelación ante el Tri-
bunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, en tér-
minos de lo que dispone la Ley General del Sistema de Me-
dios de Impugnación en Materia Electoral.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Segundo. Las iniciativas legislativas ciudadanas que se ha-
yan recibido en las cámaras del Congreso de la Unión, an-
tes de entrar en vigor el presente decreto, se sujetarán a los
trámites y tiempos de dictamen establecidos en él.

Tercero. La Cámara de Diputados, a través de su Mesa Di-
rectiva, elaborará y pondrá en práctica, de manera periódi-
ca, un proyecto de capacitación ciudadana, a fin de contri-
buir con la correcta elaboración de los proyectos de
iniciativa legislativa ciudadana, así como de difundir este
derecho ciudadano.

Cuarto. La Mesa Directiva de la Cámara de Diputados, a
través de la Comisión de Régimen, Reglamentos y Prácti-
cas Parlamentarias, elaborará un manual de capacitación
ciudadana en materia de iniciativa legislativa ciudadana, el
cual será distribuido gratuitamente a quien lo solicite y se
encontrará disponible en el portal de Internet de la Cámara
de Diputados.

Quinto. Las Mesas Directivas de cada Cámara crearán el
área técnica responsable de atender todo lo relativo a la ini-
ciativa legislativa ciudadana.

Sexto. Las Cámaras del Congreso realizarán las adecua-
ciones correspondientes a sus respectivos Reglamentos, en
un plazo no mayor a 60 días hábiles contados a partir de la
publicación del presente decreto.
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Dado en el salón de sesiones del Palacio Legislativo de San Lázaro, a
4 de diciembre de 2013.— Diputados: Trinidad Morales Vargas, Mari-
no Miranda Salgado (rúbricas).»

Se turna a la Comisión de Gobernación, para dictamen,
y a la Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública, para
opinión.

ATENDER LAS NECESIDADES DE LAS 
PERSONAS EN SITUACION DE CALLE

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta
al jefe del gobierno del Distrito Federal a atender las nece-
sidades de las personas en situación de calle, a cargo del
diputado José Isidro Moreno Árcega, del Grupo Parlamen-
tario del PRI

El que suscribe, diputado José Isidro Moreno Árcega, inte-
grante del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario
Institucional, y de conformidad con lo previsto en el ar-
tículo 79, numeral 1, fracción II, y numeral 2, fracción IV,
del Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a con-
sideración de esta honorable asamblea proposición con
punto de acuerdo, de urgente u obvia resolución, con base
en la siguiente

Exposición de Motivos

Resulta de gran importancia para los tres niveles de go-
bierno la protección de aquellas personas que por diversas
causas se encuentran en una situación tal que carecen de
posibilidades para desarrollarse social y personalmente. La
acumulación de desventajas es multicausal y adquiere va-
rias dimensiones. Denota carencia o ausencia de elementos
esenciales para la subsistencia y el desarrollo personal, e
insuficiencia en las herramientas necesarias para abando-
nar situaciones en desventaja, estructurales o coyuntura-
les.1

Diversas organizaciones e instituciones reconocen la exis-
tencia de los grupos vulnerables que en un sentido amplio
podemos encontrar en estos grupos a los refugiados, adul-
tos mayores, enfermos de sida, personas con problemas de
drogadicción, personas en situación de calle, indígenas,
trabajadoras domésticas, homosexuales y lesbianas, afro
descendientes, religiosos, mujeres, niñas y niños, personas
con discapacidades, jóvenes, etcétera, los cuales desgracia-
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damente sufren severas acciones de discriminación, así co-
mo la falta de apoyo público y privado.

Uno de los grupos vulnerables con mayor discriminación,
falta de apoyo y un rezago cada vez mayor por parte de la
sociedad son aquellas personas en situación de calle, sien-
do el Distrito Federal la entidad con mayor número de per-
sonas pertenecientes a este grupo, las cuales, en 2012 ha-
brían alcanzado la cantidad de 4 mil 14.

El gobierno capitalino define a las personas en situación de
calle como toda persona o grupo de personas con o sin re-
lación entre sí, que subsisten en la calle o en el espacio pú-
blico utilizando recursos propios o precarios para satisfacer
sus necesidades elementales, caracterizado por ser hetero-
géneo en su composición, teniendo en común la extrema
pobreza, los vínculos familiares quebrados o fragilizados,
y la inexistencia de vivienda convencional regular, factores
que en conjunto las obligan a buscar espacios públicos y
áreas degradadas como espacios de vivienda y subsisten-
cia, de manera temporal o permanente, utilizando para per-
noctar lugares administrados.2 Es en este sentido, y bajo
las características antes planteadas que estas personas ca-
rentes de un salario, así como de un lugar propio para su
subsistencia, por lo que necesitan del apoyo del gobierno
de la ciudad.

En este sentido, la Comisión de Derechos Humanos del
Distrito Federal, preocupada por el ejercicio pleno de los
derechos de las personas en situación de calle, ha reiterado
la importancia del respeto a los derechos humanos de aque-
llas personas a las que define como callejeras (sic.), sobre
todo por cuanto hace a sus derechos civiles y políticos, lo
que se traduce en que no sean sometidos a los malos tratos
y no se violente su derecho a la personalidad, entre otros.
Asimismo la garantía y el respeto a sus derechos económi-
cos, sociales y culturales, que incluyen su derecho a la sa-
lud, la alimentación, vida digna, vivienda adecuada, al de-
porte, a la cultura y al trabajo entre otros.3

Según datos recabados durante el periodo 2011-2012 por
parte de un Censo del Gobierno del Distrito Federal, dicha
entidad cuenta con 4,014 personas en situación de calle, de
las cuales el 14 por ciento (547) son mujeres, mientras que
el otro 86 por ciento (3467) hombres, siendo el 32 por cien-
to de este grupo personas de entre 18 y 30 años de edad,
mientras que la población de entre 0 a los 17 años son de
273 menores y 356 personas en situación de calle tienen
una edad de 61 años o más.4

La falta de recursos para la atención de estas personas ge-
nera diversas consecuencias, siendo una de las más graves
la drogadicción, ya que el consumo de estupefacientes
agrava sus condiciones de vida, presentándose constantes
fallecimientos por esta causa. La situación es tal, que de las
4 mil 14 personas en esta situación, 2 mil 434 llegan a con-
sumir dogas, siendo las de mayor consumo el alcohol, co-
caína, marihuana, solventes y tabaco.

La drogadicción de personas en situación de calle resulta
un factor predominante en el fallecimiento de estas, aun-
que no es el único, ya que los homicidios, los accidentes
de tránsito y las complicaciones en el embarazo resultan
ser algunos de los factores primordiales que inciden en la
muerte de esos individuos.5

El fallecimiento de éstas también resulta un problema su-
mamente delicado, ya que la mayoría no cuentan con un
nombre correcto o real, tienen datos falsos, o por su misma
situación de calle no cuentan con domicilio o un lugar fijo
donde se les localice, por lo que los cadáveres de estas per-
sonas terminan, en muchas ocasiones, en la fosa común.
Tan solo en el periodo de 2011 a 2013, 174 cadáveres tu-
vieron como destino esta fosa,6 ello por la falta de identifi-
cación de reclamo del cuerpo.

Uno de los hechos tan indignantes que sufren estas personas
es la discriminación. De las 4014 personas en situación de
calle 1478 reconoce haber sufrido algún tipo de discrimina-
ción,7 entre los factores que generan la discriminación de
este grupo vulnerable se encuentran la apariencia física, dis-
capacidad, orientación sexual, género, estado de salud, etnia
y posición socioeconómica; es así que estos elementos de
discriminación hacen que las personas no puedan integrar-
se plenamente a la sociedad.

Es importante señalar que la falta de educación no es un
factor para que la población se integre a este grupo, ya que
en base al censo multicitado el 20 por ciento estudia la pri-
maria completa, 18 por ciento primaria incompleta, 10 por
ciento secundaria completa, 16 por ciento secundaria in-
completa, 5 por ciento medio superior completa, 4 por
ciento medio superior incompleta, 1 por ciento superior
completa y 2 por ciento superior incompleta, datos que nos
reflejan que los problemas dentro del núcleo familiar así
como los de índole social, son aquellos que generan el au-
mento de la población en situación de calle.

Es debido reconocer que el gobierno de Distrito Federal ha
implementado diversos programas y acciones encaminados



a apoyar y disminuir dicha población, entre los que encon-
tramos “El programa de apoyo a personas en situación de
alta vulnerabilidad durante la temporada invernal”, “Adul-
tos mayores en abandono social”, “Atención a niños y jó-
venes de la calle”, “Programa de comedores públicos”,
“Programa de atención y prevención de adicciones”, “Hi-
jos e Hijas de la Ciudad”, “Programa de atención a la So-
ciedad de la Esquina”, etcétera,8 mismos que han provoca-
do que no se genere un aumento desmesurado en esta
población, así como también que dicho grupo tenga una
mejor calidad de vida y mayores oportunidades para inte-
grarse armónicamente a la sociedad.

Desgraciadamente, falta mucho por hacer, se necesitan ma-
yores acciones encaminadas a erradicar dicha población,
de forma tal que se convierta en una población productiva
y sin problemas tales que los han llevado a integrarse y
subsistir en dicho sector.

Es en este sentido que, con el fin de apoyar y otorgar a las
personas en situación de calle una mejor calidad de vida
que propone a esta soberanía el siguiente:

Punto de Acuerdo

Único. La Cámara de Diputados exhorta de manera respe-
tuosa al jefe de gobierno del Distrito Federal, doctor Mi-
guel Ángel Mancera Espinosa, a efecto de que se refuer-
cen las acciones y programas encaminados a apoyar y
generar una mejor calidad de vida a las personas en situa-
ción de calle.

Notas:

1 http://www.diputados.gob.mx/cesop/Comisiones/d_gvulnerables.
htm 25 de noviembre de 2013 12:21 horas.

2 http://www.copred.df.gob.mx/wb/copred/poblacion_en_situacion_
de_calle 25 de noviembre de 2013 12:55 horas 

3 http://www.cdhdf.org.mx/index.php/boletines/2022-boletin-092012
25 de noviembre de 2013 17:31 horas

4 http://www.iasis.df.gob.mx/pdf/tu por ciento20tambien%20cuen-
tas%202011_2012.pdf 25 de noviembre de 2013 13:05 horas

5 http://contralinea.info/archivo-revista/index.php/2013/11/24/pobla-
cion-callejera-discriminacion-mata/ 25 de noviembre de 2013 13:23
horas.

6 http://contralinea.info/archivo-revista/index.php/2013/11/24/pobla-
cion-callejera-discriminacion-mata/ 25 de noviembre de 2013 13:59
horas.

7 http://www.iasis.df.gob.mx/pdf/tu por ciento20tambien%20cuentas
%202011_2012.pdf 25 de noviembre de 2013 13:59 horas 

8 http://www.copred.df.gob.mx/wb/copred/poblacion_en_situacion_
de_calle 25 de noviembre de 2013 14:00 horas

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 4 de diciembre de 2013.— Dipu-
tado José Isidro Moreno Árcega (rúbrica).»

Se turna a la Comisión del Distrito Federal, para dicta-
men.

RECONOCIMIENTO A LA ACTIVISTA PAKISTANI
MALALA YOUSAFZAI, POR SU 

DESTACADA LABOR EN PRO DEL DERECHO 
A LA EDUCACION DE LOS NIÑOS DEL MUNDO

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a
esta soberanía a extender un reconocimiento a la activista
pakistaní Malala Yousafzai, en su próxima visita a México,
por su destacada labor en pro del derecho a la educación de
los niños del mundo, suscrita por los diputados Verónica
Beatriz Juárez Piña y Agustín Miguel Alonso Raya, del
Grupo Parlamentario del PRD

La suscrita, diputada Verónica Beatriz  Juárez Piña y el sus-
crito diputado Miguel Agustín Alonso Raya, integrantes
del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución De-
mocrática, con fundamento en el artículo 79, numerales 1,
fracción II, y 2, fracciones I a III, del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, presentamos a esta Cámara de Diputa-
dos, la siguiente proposición con punto de acuerdo, al tenor
de las siguientes

Consideraciones

En el año 2000, los gobiernos del mundo prometieron en
los Objetivos de Desarrollo del Milenio (ODM), que mejo-
rarían las posibilidades de que las niñas y mujeres jóvenes
sean saludables, educadas y que gocen de igualdad. Ellos
reconocieron que educar y empoderar a las niñas es la me-
jor forma de romper el círculo de pobreza que con dema-
siada frecuencia se transmite de generación en generación.
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En el mundo y nuestro país, las niñas son uno de los gru-
pos más discriminados por edad y por género, además de
considerarse “invisibles” en todas las facetas de sus vidas,
desde la escuela al trabajo. Las niñas con bajos niveles de
escolaridad tienen más probabilidades de contraer matri-
monio a una edad temprana y se ha demostrado que el ma-
trimonio en la infancia prácticamente significa el fin de la
educación de las niñas.

Por el contrario, las que han recibido una educación secun-
daria tienen hasta seis veces menos probabilidades de ca-
sarse en la infancia, lo que hace de la educación una de las
mejores estrategias para proteger a las niñas y combatir el
matrimonio en la infancia.

El cumplimiento del derecho de las niñas a la educación es,
ante todo, una obligación y un imperativo moral. Hay prue-
bas abrumadoras de que la educación transforma a las so-
ciedades como elemento positivo para el desarrollo, desde
la reducción de la mortalidad y la fecundidad hasta la re-
ducción de la pobreza y el crecimiento con igualdad, así
como el cambio de las normas sociales y la democratiza-
ción.

La educación es una de las mejores estrategias para prote-
ger a las niñas y combatir el matrimonio infantil. Aún
cuando acceder a ella también implica riesgos como lo
muestra lo sucedido en Pakistán, cuando una niña de 14
años llamada Malala Yousafzai y otras dos compañeras de
estudios fueron tiroteadas por extremistas talibanes.1

La historia de Malala inició en 2009, cuando la niña tenía
12 años y los talibanes paquistaníes controlaban el valle
del Swat, en el noreste de Pakistán, y como es mundial-
mente sabido, imponían su versión rigorista del Islam. Una
de sus más injustificables medidas fue prohibir que las ni-
ñas acudieran a la escuela.

Ante esta prohibición, 70 por ciento de sus compañeras ha-
bían dejado de asistir a clases por miedo o por indicación
de sus familias, pero Malala acudía de manera casi clan-
destina, sin uniforme y escondiendo sus libros, por ello es-
ta adolescente recibió múltiples amenazas de que perdería
la vida si no acataba esta restricción.

Cabe señalar que Malala, es una niña de una tierra en la que
se disparan rifles al aire para celebrar la llegada de un hijo
varón, mientras que a las hijas se les oculta tras una corti-
na y su función en la vida no es más que preparar la comi-
da y procrear.

Su lucha por el derecho a la educación en Pakistán, la
llevó a que el 6 de octubre de 2012, un grupo de hombres
armados llegó a la escuela, preguntaron por ella y la espe-
raron a la salida. Después, subieron al autobús escolar y le
dispararon en la cabeza y el cuello, dejándola al borde de
la muerte.

Malala fue víctima de un ataque terrorista por denunciar
las prohibiciones impuestas por los talibanes y defender
el derecho de toda mujer a recibir una educación de cali-
dad. Nadie pensó que podría sobrevivir a aquella salvaja-
da, pero lo hizo y ahora es un símbolo de la protesta pa-
cífica.

Después de recuperarse de este terrible atentado, Ma-
lala se ha convertido en una de las más fuertes y cons-
tantes activistas en favor de la educación  de las niñas y
los niños, así como los derechos de las mujeres. Como re-
sultado de su labor, se ha modificado la Constitución pa-
quistaní y se ha aprobado una ley que garantiza el dere-
cho de todas las y los niños de 5 a 16 años a tener acceso a
una educación libre y gratuita.

Malala, es ya un icono global en la defensa del derecho de
las niñas a la educación, a las que ha dado esperanza en to-
do el mundo, por esa razón ha recibido diversos premios,
entre los que se destacan el premio nacional de la Paz de
Pakistán por ignorar los decretos de los talibanes paquista-
níes que prohíben a las niñas acudir al colegio y el premio
Andrei Sájarov para la libertad de pensamiento que le otor-
gó el Parlamento Europeo.

Ella es un ejemplo, una muestra y esperanza de que en un
mundo globalizado y materialista, niñas mexicanas como
ella, animan a creer que, pese a todo, el mundo puede ser
mejor y que lo podemos cambiar con educación. Nuestras
pequeñas mujeres se enfrentan a un mayor riesgo de mal-
nutrición, hambre y enfermedades que sus hermanos, las
que tienen menos acceso a la educación y sufren mayores
violaciones de los sus derechos fundamentales.

Entre los principales riesgos a los que se enfrentan las ni-
ñas están también el abuso sexual, la trata, la prostitución
infantil y la utilización de las y los niños en la pornografía,
el trabajo doméstico, el incremento del embarazo adoles-
cente que a su vez les limita las oportunidades de desarro-
llo integral, por lo que a temprana edad se convierten en
amas de casa y por tanto, mujeres con enormes responsa-
bilidades, y que constituye una de las manifestaciones más
claras de discriminación de las y los menores de edad.



Por lo anterior, estamos convencidas y convencidos de que
es justo e imprescindible que hagamos, en esta Cámara de
Diputados, un reconocimiento público a Malala Yousafzai,
por su labor en favor del derecho a la educación de las ni-
ñas y por fomentar los valores de la lucha por la libertad y
los derechos humanos de millones de niños y niñas priva-
dos de educación.

Por lo anteriormente expuesto y fundado, sometemos a la
consideración de esta soberanía, la aprobación del siguien-
te proposición con 

Punto de Acuerdo

Único. Se exhorta respetuosamente a la Cámara de Dipu-
tados para que en la próxima visita que realizará la activis-
ta pakistaní Malala Yousafzai a nuestro país, se le otorgue
un reconocimiento por su destacada labor en defensa del
derecho a la educación de las niñas y niños del mundo.

Nota:

1. El hecho ocurrió en Paquistán el 9 de octubre de 2012. En 2009 el
documental Pérdida de Clases, la muerte de la educación de la mujer

(dirigido por Adam Ellick e Irfan Asharaf, del New York Times), mues-
tra a Malala y a su padre Ziauddin Yousafzai y como la educación de
las mujeres es difícil o imposible en esas áreas. 

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 4 de diciembre de 2013.— Dipu-
tados: Verónica Beatriz Juárez Piña, Miguel Agustín Alonso Raya (rú-
bricas).»

Se turna a la Comisión de Derechos de la Niñez, para
dictamen.

ACTOS DE DISCRIMINACION 
COMETIDOS POR AEROMEXICO 

CONTRA CIUDADANOS OAXAQUEÑOS

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a
los titulares de la SCT y de la Profeco a llevar a cabo me-
didas tras los actos de discriminación cometidos por Aero-
méxico contra ciudadanos oaxaqueños, a cargo del dipu-
tado Samuel Gurrión Matías, del Grupo Parlamentario del
PRI

El que suscribe, diputado Samuel Gurrión Matías, inte-
grante del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario
Institucional, y de conformidad con lo previsto en el ar-
tículo 79, numeral 1, fracción II, y numeral 2, fracción IV,
del Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a con-
sideración de esta honorable asamblea proposición con
punto de acuerdo, con base en la siguiente

Exposición de Motivos

México cuenta con una población multicultural, rica en tra-
diciones, costumbres y diversos orígenes étnicos, mismos
en los que encontramos las raíces de nuestra nación y en
los cuales aún se conserva la esencia de nuestro país.

Como bien lo afirma el artículo 2o. de nuestra Carta Mag-
na “la nación tiene una composición pluricultural sustenta-
da originalmente en sus pueblos indígenas que son aquellos
que descienden de poblaciones que habitaban en el territo-
rio actual del país al iniciarse la colonización y que con-
servan sus propias instituciones sociales, económicas, cul-
turales y políticas, o parte de ellas”. Es por esto que la
población con orígenes étnicos es una parte muy importan-
te de la estructura social y cultural del país.

Según datos del Consejo Nacional para Prevenir la Discri-
minación (Conapred), la población indígena se ubica en su
gran mayoría en los estados del sureste el país, concen-
trando 7.81 millones en 6 estados del país, lo cual signifi-
ca 63 por ciento de esta población indígena, ésta habita
principalmente en los estados de Oaxaca (2.02 millones),
Veracruz (1.19 millones), Chiapas (1.19 millones), Yucatán
(1.18 millones), México (1.17 millones) y Puebla (1.06 mi-
llones)1. 

Desgraciadamente, esta misma población forma parte de lo
que el Conapred denomina grupos en situación de discri-
minación o grupos vulnerables, a pesar de que la legisla-
ción nacional (Ley Federal para Prevenir y Eliminar la Dis-
criminación) e internacional (Convenio de Pueblos
Indígenas y Tribales y la Declaración de las Naciones Uni-
das sobre los derechos de los pueblos indígenas), así como
la Constitución Política, establecen la proscripción de di-
cha práctica. Baste señalar que el referido dispositivo de
nuestra ley fundamental señala en su párrafo cuarto que
“queda prohibida toda discriminación motivada por origen
étnico o nacional, el género, la edad, las discapacidades, las
condiciones sociales, las condiciones de salud, la religión,
las opiniones, las preferencias sexuales, el estado civil o
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cualquier otra que atente contra la dignidad humana y ten-
ga por objeto anular o menoscabar los derechos y liberta-
des de las personas.”

Este mismo consejo afirma que la marginación se concen-
tra de manera importante en los municipios con mayor po-
blación indígena. De los municipios donde 40 por ciento de
la población o más habla lengua indígena, 95 por ciento
muestra índices de marginación altos o muy altos. Los es-
tados menos desarrollados presentan la mayor concentra-
ción de hablantes de lengua indígena2 Es esta misma dis-
criminación que se refleja en diversos ámbitos, como es el
sector económico, donde, según datos del Instituto Nacio-
nal de Estadística y Geografía3, en cuanto a la población
femenina que habla alguna lengua indígena, 27.7 por cien-
to se dedica a las actividades económicas del sector prima-
rio4, 18.6 por ciento se dedica al sector secundario5 y 51.1
se dedica al sector terciario6. En cuanto a la población mas-
culina hablante de alguna lengua indígena, 57.2 por ciento
de esta población se dedica a las actividades del sector pri-
mario, 19.8 a las actividades del sector secundario y el 21.6
al sector terciario.

Es por lo anteriormente expuesto que el Estado mexicano
tiene el deber de hacer valer los derechos de este grupo vul-
nerable tan importante del país, protegerlo y denunciar to-
do acto de discriminación que vulnere el pleno ejercicio de
sus derechos como seres humanos. De igual forma, tam-
bién es responsabilidad de esta representación ciudadana
fomentar la defensa de los derechos humanos de los ciuda-
danos pertenecientes a este sector de la población, y es es-
pecíficamente la de aquellos indígenas oaxaqueños que en
días pasados habrían sufrido actos de discriminación por
parte de la aerolínea denominada Aerovías de México, SA
de CV, conocida comercialmente como Aeroméxico.

Este presunto hecho de discriminación que, según diversos
medios de comunicación, habría ocurrido el pasado 6 de
noviembre, afectó a siete ciudadanos indígenas provenien-
tes de Sola de Vega y San Jacinto Tlacotepec, en el estado
de Oaxaca, a los cuales se les impidió abordar el avión en
el aeropuerto internacional del estado de Oaxaca, con des-
tino a Hermosillo, Sonora, a consecuencia de su origen in-
dígena y forma de vestir. No obstante ello, se les negó el re-
embolso de sus boletos, todo ello por decisión del
supervisor de la aerolínea7.

Cualquier acto discriminatorio debe ser rechazado y de-
nunciado, no debe permitirse ni pasar por alto cualquiera

de ellos, ya que no sólo viola los derechos de las personas
afectadas, sino que vulnera el libre ejercicio de sus dere-
chos y transgrede los preceptos constitucionales que los
protegen. Es de suma importancia que las autoridades per-
tinentes tomen cartas en el asunto con el objeto de hacer
valer los derechos de los ciudadanos oaxaqueños afecta-
dos.

La referida petición encuentra sustento en lo establecido
por el artículo 87 de la Ley de Aviación, el cual establece
en su artículo 87, fracción VII, que se les impondrán a los
concesionarios o permisionarios de servicio al público de
transporte aéreo diversas sanciones económicas por negar-
se a prestar servicios, sin causa justificada así como en el
diverso 58 de la Ley Federal de Protección al Consumidor,
mismo que dispone que los proveedores de bienes, produc-
tos o servicios no podrán negarlos o condicionarlos al con-
sumidor por razones de género, nacionalidad, étnicas, pre-
ferencia sexual, religiosas o cualquiera otra particularidad.

Es por lo anteriormente expuesto y con el fin de proteger
los derechos humanos contra cualquier acto de discrimina-
ción, que se somete a la consideración de esta soberanía el
siguiente 

Punto de Acuerdo

Único. La Cámara de Diputados exhorta de manera respe-
tuosa a los titulares de la Secretaría de Comunicaciones y
Transportes y de la Procuraduría Federal del Consumidor,
a efecto de que sean ejercidas las medidas pertinentes tras
los actos de discriminación cometidos presuntamente en
agravio de siete ciudadanos originarios del estado de Oa-
xaca, por parte de la aerolínea denominada Aeroméxico.

Notas:

1. http://www.conapred.org.mx/documentos_cedoc/E-15-2007_final.
pdf 11 de noviembre de 2013 13:28 horas.

2. http://www.conapred.org.mx/documentos_cedoc/E-15-2007_final.
pdf 11 de noviembre de 2013 13:59 horas

3. http://www.inegi.org.mx/prod_serv/contenidos/espanol/bvinegi/
productos/censos/poblacion/poblacion_indigena/pob_ind_mex.pdf 11
de noviembre de 2013 14:05 horas

4. Agrupa actividades agrícolas, ganaderas, de aprovechamiento fores-
tal,  caza y pesca.



5. Actividades de minería, extracción de petróleo y gas, de la industria
manufacturera, electricidad, agua y construcción.

6. Agrupa actividades de comercio, transporte y otros servicios.

7. http://eleconomista.com.mx/sociedad/2013/11/09/aeromexico-nie-
ga-abordaje-indigenas-vestimenta 11 de noviembre de 2013 14:39 ho-
ras. 

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 4 de diciembre de 2013.— Dipu-
tado Samuel Gurrión Matías (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Transportes, para dictamen.

DECRETOS PRESIDENCIALES QUE 
DECLARAN ZONA FORESTAL VEDADA

EL CERRO EL HUIXTECO, EN TAXCO

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a
los gobiernos federal y de Guerrero a respetar y hacer efec-
tivos los decretos presidenciales que declaran zona forestal
vedada el cerro El Huixteco, en Taxco, a cargo del diputado
Marino Miranda Salgado, del Grupo Parlamentario del
PRD

El suscrito, profesor Marino Miranda Salgado, diputado de
la LXII Legislatura del honorable Congreso de la Unión,
integrante del Grupo Parlamentario del Partido de la Revo-
lución Democrática, con fundamento en lo dispuesto en los
artículos 6, numeral 1, y 79, numerales 1 y 2, del Regla-
mento de la Cámara de Diputados, somete al pleno la si-
guiente proposición con punto de acuerdo, con el trámite
de obvia resolución, al tenor de las siguientes

Consideraciones

Primera. Que la ciudad de Taxco de Alarcón, representa
uno de los municipios de mayor relevancia de Guerrero,
tanto por el número de habitantes con el que cuenta como
por su participación en la economía y el turismo del esta-
do.

Segunda. Que el cerro el Huixteco, ubicado en el munici-
pio de Taxco, constituye una zona de reserva natural prote-
gida, declarado zona protectora forestal vedada por dos de-
cretos presidenciales, uno de 1936 del entonces presidente

Lázaro Cárdenas del Río; y otro –que buscó acrecentar di-
cha reserva– de 1944, a cargo del presidente Manuel Ávila
Camacho.

Tercera. Que el cerro del Huixteco constituye un importan-
te reservorio de recursos naturales que ofrecen múltiples ser-
vicios ambientales a los taxqueños y a los habitantes de las
comunidades aledañas, así como a los guerrerenses en ge-
neral. Tal es el caso de los mantos acuíferos que se ubican
en él y de la zona arbolada que funge como el único “pul-
món” de ésta. Asimismo, existen distintas plantas endémi-
cas únicas y características de la región como el enebro de
cucharillo, pino de ocote, cedro rojo y blanco, así como di-
versas poblaciones de especies animales, entre ellas, el ju-
mil.

Cuarta. Que el cerro del Huixteco es, asimismo, un lugar
de reunión donde se lleva a cabo una de las festividades
históricas, culturales, recreativas, pintorescas y familiares
más sobresalientes y antiguas del municipio, el denomina-
do “Día del Jumil”.

El jumil, en la época prehispánica, tuvo un lugar especial.
Los aztecas acostumbraban peregrinar al cerro del Huixte-
co para ascender a la cima, en donde se hallaba un templo
dedicado a este insecto, lo que generó que los nativos de lo
que hoy es Taxco siguieran con esta tradición que fue rela-
cionada con la muerte, los funerales y el día de los fieles
difuntos, según diversos investigadores. Este es el origen
del “Día del Jumil”, el cual se celebra desde hace más de
65 años, el primer lunes de cada mes de noviembre. En vir-
tud de lo anterior, el cerro del Huixteco es también conoci-
do como el “Santuario del Jumil”.

Quinta. Que la construcción del santuario religioso, deno-
minado “Dos Corazones”, presentado ante los medios de
comunicación el pasado 6 de octubre, está planeado para
edificarse en un espacio de más de 5 hectáreas en el cerro
del Huixteco y que prevé contar con un auditorio para tres
mil personas, un asilo para sacerdotes en retiro, un templo
destinado a religiosas y un hotel “de buen nivel” para los fe-
ligreses que lleguen a ese lugar, será una fuente de conta-
minación y de devastación para la zona forestal y los diver-
sos ecosistemas albergados en él. Por ende, afectará los
servicios ambientales que presta a Taxco y otros munici-
pios; sin contar, con la probable afectación para el arribo, la
reproducción y la conservación del jumil, como con el se-
guro daño a la tradición del “Día del Jumil”, toda vez que
este proyecto acarrearía, sin duda, la “privatización” y “eli-
tización” de parte de esta reserva.
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Diversas voces señalan que, dada la magnitud del proyec-
to, el daño a los ecosistemas ahí albergados, así como a los
mantos acuíferos que alimentan a las comunidades, será de
gran impacto e irreversible. 

Sexta. Que de acuerdo con la vicepresidenta del proyecto,
a principios del mes actual, la Secretaría del Medio Am-
biente y Recursos Naturales del estado hizo una visita al lu-
gar e indicó que “… la licencia está en trámite”, para que
se pueda iniciar con la primera etapa que corresponde a la
ampliación del camino existente.

Séptima. Que en caso de que las autoridades de los tres ór-
denes de gobierno entregaran algún permiso para la cons-
trucción de este proyecto, estarían violando los decretos
arriba referidos, las leyes federales y estatales, así como el
Plan de Desarrollo Urbano municipal de Taxco de Alarcón,
que prohíbe la realización de un proyecto de tales magni-
tudes.

Por lo expuesto y fundado, y en términos de los preceptos
legales invocados, someto a la consideración de esta sobe-
ranía la siguiente proposición con

Punto de Acuerdo

Único. Se exhorta al titular de la Secretaría de Medio Am-
biente y Recursos Naturales federal y a la Secretaría del
Medio Ambiente y Recursos Naturales de Guerrero a res-
petar y hacer valer las disposiciones contenidas en los de-
cretos presidenciales emitidos por los presidentes Lázaro
Cárdenas y Manuel Ávila Camacho, a efecto de no emitir
las autorizaciones correspondientes que permitan la cons-
trucción del megaproyecto “Dos Corazones”, en el terreno
ubicado dentro de la reserva forestal conocida como el cerro
del Huixteco.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, el 4 de diciembre de
2013.— Diputado Marino Miranda Salgado (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Medio Ambiente y Recursos
Naturales, para dictamen.

ACTIVIDADES PRODUCTIVAS EN LA
RESERVA DE LA BIOSFERA ALTO GOLFO 

DE CALIFORNIA Y DELTA DEL RIO COLORADO

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a
la Sagarpa, a la Conapesca, a la CDI y al Inapesca a con-
sultar al pueblo cucapá sobre los aprovechamientos pes-
queros y los acuícolas, y las actividades productivas en la
reserva de la biosfera Alto Golfo de California y Delta del
Río Colorado, a cargo del diputado Carlos de Jesús Ale-
jandro, del Grupo Parlamentario del PRD

El suscrito, diputado indígena por la LXII Legislatura, in-
tegrante del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolu-
ción Democrática y secretario de la Comisión de Asuntos
Indígenas, Carlos de Jesús Alejandro, con fundamento en
el artículo 79, numeral 2, fracción IV del Reglamento de la
Cámara de Diputados, presento a esta soberanía, proposi-
ción con punto de acuerdo de urgente y obvia resolución,
al tenor de las siguientes

Consideraciones

El pueblo Cucapá, cuyo nombre en su lengua original sig-
nifica “el pueblo del río” está situado en El Mayor y Cuca-
pá Mestizo, en Mexicali, Baja California. Su presencia en
el Delta del Río Colorado tiene más de 500 años, en lo de-
nominado zona de humedales. Los primeros hombres que
llegaron a esa zona provenían de más al norte, de la región
de las grandes culturas del desierto y que fueron afectadas
por una fuerte sequía entre los años 20,000 al 15,000 A.C.
Un pueblo indígena dedicado a la pesca de las especies que
se encuentran en el río el Colorado, el Delta del mismo rio
y en el Golfo de California entre ellas la curvina golfina
(Cynoscion othonopterus). 

Algunos hallazgos arqueológicos “que datan de 9,350
años a.C. permiten establecer que los primeros pobladores
de la región del Alto Golfo de California fueron la gente
San Dieguito, antecesores de los diversos grupos como los
Cucapá o “gente del río”, que más tarde ocuparon el delta
y las márgenes del Río Colorado y los O’odham (Pinaca-
teños y Areneños), que ocuparon la porción de dunas, ba-
hías y áreas del Pinacate (Sykes, 1937). A decir de Ochoa
Zazueta (1975), entre los primeros ocupantes del delta del
Río Colorado estuvieron los Kojuna, los Cucapá y algunas
bandas aisladas de Pai-Pai que se mantuvieron como nó-
madas”.1



La pesca es la principal actividad del pueblo Cucapá.  Y en
la actualidad debido al decreto de la reserva de la biosfera,
se les ha limitado esta actividad quedando únicamente per-
mitida de manera muy reducida la pesca de  la Curvina
Golfina, pesquería que se lleva a cabo durante los meses de
febrero, marzo y abril, principalmente, en cinco o seis ma-
reas de tres días cada una, aproximadamente. Cabe men-
cionar que esta especie de curvina está sujeta  un cuota de
captura de aproximadamente 2300 toneladas en total y de
este los pescadores comerciales del Golfo de Santa Clara
Sonora aprovechan el 80% y el 20 % restante se autoriza
pescadores de Bajo Rio, San Felipe y Cucapas. Resultando
que estos últimos tienen derecho a pescar tan solo un 10%
del total autorizado.

Esta negativa de otorgar permisos a los Cucapá  a pesar de
ser los descendientes originales de los primeros pescadores
de la región,  para que puedan acceder a otras pesquerías de
especies de escama, moluscos, camarón o tiburón, resulta
injusta e inequitativa ya que a otros pescadores comercia-
les que también explotan la Curvina si poseen permisos pa-
ra otras pesquerías. 

Lo que implica que las familias de los pescadores Cuca-
pá, solo pueden trabajar tres  de los doce meses del año,
lo que por el bajo volumen de pesca que les permiten les
impide vivir con una buena calidad de vida. 

Cabe recordar que esta actividad pesquera, se realiza en el
Golfo de Santa Clara, en Bajo Río y en San Felipe, Baja
California, lugar que fue Decretado en el año de 1993 co-
mo Reserva de la Biósfera del Alto Golfo de California y
Delta del Río Colorado. 

Acto administrativo que afecto los derechos colectivos del
pueblo Cucapá y que por derecho y 

obligación del Estado tuvo que haber consultado a los Cu-
capás, cuestión que no se hizo siendo que esta medida afec-
tó de forma directa la vida, las tradiciones y las actividades
productivas del pueblo Cucapá. 

De forma tal que los habitantes originales de esta zona han
resultado afectados fuertemente en sus expectativas de de-
sarrollo y de acceder  una buena calidad de vida porque di-
versas actividades de carácter productivo o de desarrollo de
infraestructura han quedado prohibidas, limitadas o condi-
cionadas y entre estas la pesca de una de las especies co-
merciales de mayor valor en el mercado: La Curvina Gol-
fina. Y a pesar de esta afectación no se han implementado

ni financiado medidas compensatorias o alternativas de ac-
tividades sustentable compatibles con los planes de mane-
jo de la reserva en mención.

En este sentido es importante señalar que en al año de 2005
se publicó en el DOF la Norma Oficial Mexicana NOM-
063-PESC-2005, Pesca responsable de curvina golfina
(Cynoscion othonopterus) en aguas de jurisdicción federal
del Alto Golfo de California y Delta del Río Colorado; en
el año 2007 se presentó el Programa de Conservación y
Manejo de la Reserva de la Biosfera Alto Golfo de Cali-
fornia y Delta del Río Colorado; asimismo, en el año de
2012 se publicó el Decreto mediante el cual la SAGARPA
dio a conocer el nuevo Plan de Manejo de la Reserva y en
el año 2013 se publicó Acuerdo por el que se establece la
cuota de captura para el aprovechamiento de la curvina
golfina (Cynoscion athonopterus), en aguas de jurisdicción
federal del Alto Golfo de California y Delta del Río Colo-
rado para la temporada 2012-2013: Ante estos actos admi-
nistrativos el Estado tampoco realizó la consulta, bajo el
principio de consentimiento, libre, previo e informado, al
pueblo Cucapá, a fin de llegar a un acuerdo porque con es-
tas medidas administrativas le son restringidas sus activi-
dades milenarias de pesca. 

Ante estas situaciones la Comisión Nacional de los Dere-
chos Humanos (CNDH), emitió la Recomendación
8/20022 a favor del derecho a la pesca del pueblo indígena
Cucapá, dirigida “al Secretario de Medio Ambiente y Re-
cursos Naturales, y al Secretario de Agricultura, Ganadería,
Desarrollo Rural, Pesca y Alimentación, por actos violato-
rios a los Derechos Humanos de los habitantes de la comu-
nidad indígena Cucapá, a quienes, no obstante que subsis-
ten básicamente de la caza y de la pesca, les han sido
restringidas sus actividades pesqueras, sin establecerse al-
ternativas viables para su desarrollo”.

La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos
es muy clara sobre el reconocimiento de los derechos de
los pueblos indígenas, sobre todo, el derecho a la consulta
estipulado en la fracción IX del Apartado B del artículo 2o.
constitucional, así como lo establecido en los artículos 6.1,
7, 15, 15.2 y 16.2 del Convenio 169 de la OIT, ratificado
por el Estado Mexicano el 05 de septiembre de 1990; así
como en los artículos 10, 19, 23, 27, 29, 30 y 32.2 de la De-
claración de los Derechos de los Pueblos Indígenas de las
Naciones; en el Principio “Participación, Consulta y Con-
sentimiento frente a cualquier acción que los afecte” del
Protocolo de Actuación para quienes imparten justicia en
casos que involucren derechos de personas, comunidades y
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pueblos indígenas; y en el Informe del Relator Especial so-
bre la situación de los derechos humanos y las libertades
fundamentales de los indígenas, James Anaya, A/65/264,
2010, donde se establece que “es obligación de los Estados
consultar con los pueblos indígenas, de buena fe y con el
objetivo de llegar a un acuerdo u obtener su consentimien-
to sobre asuntos que les afecte en distintos contextos”.

Es por ello que cuando una ley o acto administrativo que se
realice por el Estado y que afecte la vida de los indígenas,
debe existir una consulta con consentimiento, libre previo
e informado, a fin de evitar la vulneración de sus derechos
colectivos. Es el caso especifico del acto administrativo de
la cuota de captura para el aprovechamiento de la curvina
golfina (Cynoscion Othonopterus), en aguas de jurisdic-
ción federal del Alto Golfo de California y Delta del Río
Colorado, ante ello, el Estado a través de sus instituciones
de la administración pública federal debe de cumplir con lo
establecido con el derecho a la consulta para el pueblo Cu-
capá.

La consulta a pueblos indígenas es muy diferente a una
consulta pública. La consulta a pueblos indígenas, de
acuerdo con la jurisprudencia de la Corte Interamericana
de Derechos Humanos, se establece porque el Estado tiene
la obligación de consultar activamente a la comunidad ga-
rantizando la participación efectiva del pueblo indígena to-
mando en cuenta sus costumbres y tradiciones.

Las consultas deben ser “previas (antes de aprobar la ley, la
medida administrativa, el plan de desarrollo o el proyecto
de exploración o explotación), libres (sin presiones o con-
dicionamientos), e informadas (sobre las consecuencias del
proyecto, plan, ley o medida); se deben hacer mediante
procedimientos culturalmente adecuados, es decir, de con-
formidad con sus propias tradiciones y a través de sus ins-
tituciones representativas. Asimismo, la consulta debe de
hacerse de buena fe y con el objetivo de obtener el consen-
timiento libre, previo e informado por parte de las comuni-
dades indígenas”.3

Aunado a lo anterior, el Estado requiere “aceptar y brindar
información; entablar una comunicación constante; las
consultas deben de efectuarse de buena fe; con procedi-
mientos culturalmente adecuados; a fin de llegar un acuer-
do. Asimismo, se debe de consultar con el pueblo indígena
de conformidad con sus propias tradiciones”. 

Por lo anterior expuesto, se somete a consideración el si-
guiente:

Punto de Acuerdo

Primero. Se exhorta respetuosamente a la Secretaria de
Agricultura, Ganadería, Desarrollo Rural, Pesca y Alimen-
tación, a la Comisión Nacional de Acuacultura y Pesca, a
la Comisión Nacional para el Desarrollo de los Pueblos In-
dígenas y al Instituto Nacional de Pesca para que se con-
sulte, bajo el principio del consentimiento, libre, previo e
informado, al pueblo Cucapá sobre la cuota de captura pa-
ra el aprovechamiento de Curvina Golfina (Cynoscion
Othonopterus), en aguas de la jurisdicción federal del Alto
Golfo de California y Delta del Río Colorado para la tem-
porada 2013-2014.

Segundo. Se exhorta respetuosamente a la Secretaria de
Agricultura, Ganadería, Desarrollo Rural, Pesca y Alimen-
tación, a la Comisión Nacional de Acuacultura y Pesca, a
la Comisión Nacional para el Desarrollo de los Pueblos In-
dígenas y al Instituto Nacional de Pesca para que establez-
ca medidas compensatorias al pueblo Cucapá; así como
una cuota diferenciada de pesca de la Curvina Golfina
(Cynoscion Othonopterus) y el otorgamiento de permisos
para otras pesquerías de escama, tiburón y camarón para
las y los cucapás

Tercero. Se exhorta respetuosamente a la Comisión para el
Diálogo con los Pueblos Indígenas de la Secretaría de Go-
bernación, para que coordine conjuntamente con la Comi-
sión para el Desarrollo de los Pueblos Indígenas (CDI) y el
pueblo Cucapá de Baja California; el diseño, implementa-
ción, ejecución y resultados de la consulta sobre los apro-
vechamientos pesqueros, acuícolas, planes de manejo y ac-
tividades productivas, compatible con los ecosistemas
protegidos por el decreto de la Reserva de la Biosfera Alto
Golfo de California y Delta el Rio Colorado, sin que se
afecte su calidad de vida. 

Cuarto. Se exhorta respetuosamente a la Junta de Coordi-
nación Política de la Cámara de Diputados la creación de
una Comisión Especial que cuente con suficiencia presu-
puestal, con recursos humanos, financieros y materiales, pa-
ra acompañar los procesos de consulta a pueblos y comuni-
dades indígenas, a fin de salvaguardar a los derechos
humanos y colectivos.

Notas:

1Comisión Nacional de Áreas Naturales Protegidas (2007), Programa
de Conservación y Manejo de la Reserva de la Biosfera Alto Golfo de
California y Delta del Río Colorado, México.



2 http://www.cndh.org.mx/sites/all/fuentes/documentos/Gacetas/151.
pdf

3 María Clara Galvis, Manual para defender los derechos de los pue-
blos indígenas, Fundación para el Debido Proceso Legal, Washington,
D.C, USA, http://servindi.org/pdf/manual_derechos_indigenas.pdf 

Palacio Legislativo, a 4 de diciembre de 2013.— Diputado Carlos de
Jesús Alejandro (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Asuntos Indígenas, para dic-
tamen.

OFICINAS DE ATENCION DE LOS PUEBLOS
INDIGENAS EN LAS CIUDADES DE LOS 

ESTADOS FRONTERIZOS DEL NORTE DEL PAIS

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a
la CDI a situar oficinas de atención de los pueblos indíge-
nas en las ciudades de los estados fronterizos del norte del
país, a cargo del diputado Carlos de Jesús Alejandro, del
Grupo Parlamentario del PRD

El suscrito diputado indígena por la LXII Legislatura, inte-
grante del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolu-
ción Democrática y secretario de la Comisión de Asuntos
Indígenas, Carlos de Jesús Alejandro, con fundamento en
el artículo 79, numeral 2, fracción IV del Reglamento de la
Cámara de Diputados, presenta a esta soberanía, proposi-
ción con punto de acuerdo de urgente y obvia resolución,
al tenor de las siguientes

Consideraciones

La frontera de nuestro país tiene una extensión de más de
2 mil kilómetros, una frontera que es conocida como la
puerta de Latinoamérica, en donde se conjunta un mosaico
de diversidad cultural, social y económica, se observa una
gran migración de los pueblos y comunidades indígenas a
la frontera de nuestro país.

De acuerdo con Laura Velasco1, los pueblos indígenas fue-
ron trasladados desde sus lugares de origen hacia la fronte-
ra norte desde la época de los cincuenta, sobre todo, los
trasladaban a los plantíos agrícolas de Baja California, So-
nora o Chihuahua, pasando por Sinaloa.

La característica principal de estos migrantes es que son
originarios de pueblos indígenas de Oaxaca, Guerrero,
Chiapas y Michoacán. Existen algunas características de
los migrantes indígenas que se dirigen a la frontera norte,
una de ella es la implementación de un sistema de recluta-
miento de los empresarios indígenas al contar con media-
dores indígenas que acuden a las comunidades indígenas a
reclutar a trabajadores y trasladarlos a los campamentos
agrícolas, situación que se sigue realizando.

Asimismo, otro indicador que identifica a estos migrantes
indígenas es que son bilingües de alguna lengua indígena y
el español, en donde el dominio del español es muy limita-
do, por lo que depende de un tercero para arreglar su situa-
ción contractual.

De acuerdo con distintas investigaciones2, las principales
ciudades fronterizas que han detonado su crecimiento de-
mográfico y económico son Tijuana, Mexicali y Ciudad
Juárez, ciudades donde se concentra la migración y resi-
dencia de los pueblos indígenas del sur de nuestro país.

Desde la óptica de la migración trasnfronteriza se observan
nuevas formas de convivencia social, las cuales redefinen
las inter-relaciones de la población mexicana y de origen
mexicano, en la frontera (México-EU).

Las ciudades fronterizas conforman nuevos referentes de
identificación, donde la nación simbolizada adquiere otras
formas de expresión. También se fortalecen las redes so-
ciales y las comunidades transnacionales3. Del mismo mo-
do, se desarrollan los campos socioculturales transfronteri-
zos y crecen intensos procesos de circulación cultural.

La teoría del melting pot que tenían los investigadores
sobre los pueblos que migran a otras ciudades o países,
sufren de un proceso de adaptación o asimilación paula-
tina que iría debilitando los vínculos prácticos y simbó-
licos de los migrantes con los lugares de origen, entró en
crisis durante la década de los sesenta. Es así que surge
la noción de la vinculación con el lugar de origen a tra-
vés de las prácticas, ritos y costumbres, tuvieron gran re-
levancia incluso ahora son parte de las herramientas con-
ceptuales de la teoría del transnacionalismo y de las
ciudades transfronterizas.

Esta perspectiva tiene muchas vertientes y enfoques que se
han enunciado durante las tres últimas décadas. Las inves-
tigaciones y los estudios han mostrado una gran diversidad
sobre el tema, diferenciando y caracterizando en diferentes
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niveles de acuerdo a la estrategia analítica de investigación
y a la actividad. Se incluye desde una visión que envuelve
a los flujos de capital global, medios de comunicación e
instituciones políticas, así como, la perspectiva de la vin-
culación de los migrantes con sus lugares de origen, pa-
sando por el tema de la reciprocidad dentro de las familias;
es decir, grupos de parentesco transnacionales o la visión
de comunidades transnacionales caracterizadas por senti-
mientos de solidaridad en diásporas étnicas. De la misma
forma se han analizado la participación política, circuitos
migratorios, migrantes indocumentados, remesas, trabaja-
dores calificados y no calificados, entre muchos otros te-
mas4.

Los pueblos indígenas en las fronteras redefinen sus prác-
ticas, sin romper sus vínculos con su lugar de origen. Las
comunidades transfronterizas tienen un enfoque de prácti-
cas5 y vínculos que involucran la recreación de un senti-
miento que se basa en la comunidad, el cual, comprende a
migrantes y a la gente del lugar de origen; comprende la
aparición de prácticas6 de sociabilidad, ayuda mutua y ri-
tuales arraigados en la comprensión cultural que corres-
ponde al sentido de pertenencia y obligaciones sociales de
los inmigrantes. Estas prácticas constituyen la columna
vertebral de las comunidades emergentes sin propincuidad.

Aunado al tema sociocultural, es importante mencionar
que en la parte económica los migrantes indígenas trans-
fronterizos tienen una tradición que deviene desde el pro-
grama de Braceros, del auge algodonero en los estados
fronterizos Baja California, Chihuahua y Tamaulipas. La
vecindad con Estados Unidos generó centros urbanos con
actividades económicas dinámicas, tanto en su crecimiento
como en su demanda laboral y entre las que destacan la de
los servicios, particularmente aquellos que tienen como
destinatarios a la población estadounidense que visitan re-
currentemente las ciudades fronterizas, y las maquiladoras.

Ejemplo de ello es la ciudad de Tijuana, Baja California, con
base al censo del Inegi (2010), los indicadores socioeconó-
micos de la Comisión Nacional para el Desarrollo de los
Pueblos Indígenas, CDI, y del estudio “Condiciones socio-
demográficas de la población indígena en Tijuana”, realiza-
do por el Colegio de la Frontera Norte, se menciona que en
esa ciudad residen 52 pueblos indígenas tales como: mixte-
cos, zapotecos, triquis, purépechas, otomís, y nahuas que se
asientan en 45 colonias Tijuana, de las cuales 34 son de alta
marginación como la colonia de Las Torres, 10 de Mayo, Va-
lle Verde, El Pípila, zona oeste de El Florido, Matamoros,
Sánchez Taboada, Loma Bonita, Oaxaca y El Pedregal.

Estos indígenas asentados en la ciudad de Tijuana no tienen
acceso a las políticas públicas de la CDI, por ello, es nece-
sario redoblar esfuerzos en esta materia. Son asentamientos
con poca o nula infraestructura básica, no cuentan con pa-
vimentación, alumbrado público, obra pluvial, muros de
contención, drenaje, agua potable y electrificación.

En lo que toca a sus condiciones de vida son víctimas de
omisión en el proceso de desarrollo social, de discrimina-
ción, exclusión y de violación a sus derechos individuales
y colectivos como son programas de regularización de te-
rrenos, vivienda, salud, acceso a la educación, empleo,
apoyo al desarrollo de sus actividades como artesanos,
práctica de sus manifestaciones culturales propias, identi-
dad jurídica, intérpretes y traductores en los juicios y pro-
cedimientos jurisdiccionales en general, por lo que se re-
quiere de la atención de la CDI y de la implementación de
políticas públicas para la atención de los indígenas, bajo
un enfoque intercultural, en materia de servicios públicos
básicos, respeto a sus actividades artesanales y comercia-
les, integración al desarrollo regional, regularización de
las colonias y terrenos. En síntesis, la CDI debe de ga-
rantizar desde el ejercicio publico el pleno respeto a los
derechos humanos de los pueblos indígenas como lo esta-
blecen los marcos jurídicos nacionales e internacionales,
para lo cual se requiere de una oficina de atención a los
pueblos indígenas en las ciudades fronterizas, como lo
ejemplifica la ciudad de Tijuana, ya que uno de cada tres
personas es indígena.

De este modo, el artículo 2o. de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos en su Apartado B se esta-
blece que la federación, los estados y municipios, estable-
cerán las instituciones y determinarán las políticas necesa-
rias para garantizar la vigencia de los derechos de los
indígenas y el desarrollo integral de sus pueblos y comuni-
dades.

En este mismo sentido, la Ley de Creación de la Comisión
Nacional para el Desarrollo de los Pueblos Indígenas, esta-
blece en el artículo 2o. que la comisión tiene “como obje-
to orientar, coordinar, promover, apoyar, fomentar, dar se-
guimiento y evaluar los programas, proyectos, estrategias y
acciones públicas para el desarrollo integral y sustentable
de los pueblos y comunidades indígenas de conformidad
con el artículo 2 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos”.

Asimismo, en el artículo 25 del Estatuto Orgánico de la
Comisión Nacional para el Desarrollo de los Pueblos Indí-



genas, se establece que las delegaciones tiene la obliga-
ción de:

• Promover y fortalecer acciones de coordinación con
las autoridades federales, estatales y municipales en la
entidad, para la gestión y atención de los asuntos rela-
cionados con el desarrollo integral de los pueblos y co-
munidades indígenas.

• Promover y apoyar los procesos de reconstitución de
los pueblos y comunidades indígenas, así como la vi-
gencia de sus derechos.

• Apoyar los procesos de consulta, promoviendo la par-
ticipación de las comunidades y organizaciones indíge-
nas en las instancias de coordinación y concertación, pa-
ra contribuir con la formulación, ejecución y evaluación
de los planes y programas de desarrollo.

• Coordinar y supervisar a las Unidades Administrativas
de su competencia, respecto de la operación, ejecución
y aplicación de los programas, proyectos y acciones a
cargo de la Comisión, entre otras.

De igual forma, el artículo 17 Bis de la Ley Orgánica de la
Administración Pública Federal se establece que:

“Las dependencias y entidades de la administración pú-
blica federal, conforme a lo previsto en los reglamentos
interiores o sus ordenamientos legales de creación, res-
pectivamente, podrán contar con delegaciones en las en-
tidades federativas o, en su caso, en regiones geográfi-
cas que abarquen más de una entidad federativa,
siempre y cuando sea indispensable para prestar servi-
cios o realizar trámites en cumplimiento de los progra-
mas a su cargo y cuenten con recursos aprobados para
dichos fines en sus respectivos presupuestos…”

Por lo expuesto, se someten a consideración los siguientes

Puntos de Acuerdo

Primero. Se exhorta respetuosamente al Ejecutivo federal
a través de la Comisión Nacional para el Desarrollo de los
Pueblos Indígenas para ubicar oficinas de atención a los
pueblos indígenas en las ciudades de los estados fronteri-
zos del norte del país que cuenten con suficiencia presu-
puestal, recursos humanos y materiales.

Segundo. Se exhorta respetuosamente a la Comisión Na-
cional para el Desarrollo de los Pueblos Indígenas para que
realice un registro de la población indígena en las ciudades
fronterizas del norte del país.

Notas:

1 Velasco Ortiz, Laura, El regreso de la comunidad: migración indíge-

na y agentes étnicos. Los mixtecos en la frontera México-Estados Uni-

dos, El Colegio de México-El Colegio de la Frontera Norte, 2002.

2 Anguiano Téllez, María Eugenia. “Migración a la frontera norte de
México y su relación con el trabajo regional”, editado por la UAEM,
Papaeles de población 4, número 17 (Julio-septiembre 1998): 63-79;
Besserer, Federico, “Sentimientos (in) apropiados de las mujeres mi-
grantes”, Migración y relaciones de género en México, Dalia Barrera
Bassols y Cristina Ochmichen Bazán (editoras), UNAM-Instituto de
Investigaciones Antropológicas-Grupo Interdisciplinario sobre Mujer,
Trabajo y Pobreza, 2000; Bustamante, Jorge, “Etnicidad en la frontera
México-Estados Unidos: una línea hecha de paradojas”, Reflexiones
sobre la identidad de los pueblos, Ramón Ruiz y Teresa Ruiz (coordi-
nadores), El Colegio de la Frontera Norte, 1996; Clifford, James,
“Diásporas”, The ethnicity reader: Nationalism, multiculturalism and
migration, Montserrat Guibernau y John Rex (editores), Polity Press,
Cambridge, 1997; Cohen, Abner, “The lesson of ethnicity”, Theories
of ethnicity: A classical reader, Werner Sollors, New York University,
New York, 1996; Fox, Jonathan, y Gaspar Rivera-Salgado (coordina-
dores), Indígenas mexicanos migrantes en los Estados Unidos, honora-
ble Cámara de Diputados, LIX Legislatura-Universidad de California,
Santa Cruz-Universidad Autónoma de Zacatecas-Editorial Porrúa,
2004; Garduño, Everardo, “Antropología de la frontera, la migración y
los procesos transnacionales”, Frontera Norte, 30, volúmen 15, 2003;
entre otros.

3 De acuerdo con Garduño (2003: 75), la comunidad transnacional se
refiere “a la forma en que los sujetos sociales llevan a cabo la recons-
trucción simbólica de sus comunidades por encima de las fronteras in-
ternacionales, manteniendo sus lazos y relaciones con amigos y pa-
rientes que residen en el lugar de origen y participando en los asuntos
familiares y comunitarios como si se encontraran en casa”. Cabría aña-
dir que, coincidiendo con Velasco (2002: 33-34), es un espacio social
sensible a la tecnología, al capital y a las políticas de control estatal. Es
un “espacio no homogéneo ni autónomo, donde se observa una dife-
renciación de ámbitos de construcción de lo transnacional así como
una diferenciación de agentes que participan en la construcción de tal
espacio. 

4 Véase el artículo de Vertovec (2003) quien realiza una revisión sobre
el tema del transnacionalismo en los últimos 20 años del siglo anterior.

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año II, Primer Periodo, 4 de diciembre de 2013 / Anexo31



Año II, Primer Periodo, 4 de diciembre de 2013 / Anexo Diario de los Debates de la Cámara de Diputados32

Morawska (2003) revisa las estrategias analíticas de la investigación
en el transnacionalismo y la inmigración en los antropólogos, sociólo-
gos, politólogos e historiadores. Asimismo, observé en Guarnizo
(2003) la perspectiva de los estudios transnacionales y su propuesta de
Transnational Living para analizar las relaciones entre movilidad labo-
ral y movilidad de capital. Además, presenta una tipología de las acti-
vidades económicas transnacionales en tres niveles de intercambio:
norte-sur, sur-norte y norte-norte. Estos vínculos que mantienen los
migrantes los confronta con las siguientes categorías: racionalidad, ti-
po de intercambio, agentes, beneficiarios, beneficios e indicadores de
nivel micro y macro.

5 El factor de la durabilidad de las prácticas transnacionales, nos dice
Smith, depende de varios factores como la tecnología y los Estados na-
ción. El primer factor permite que los inmigrantes ocupen simultánea-
mente posiciones sociales importantes en sus comunidades de origen y
en sus países receptores, y al posibilitarles que sus hijos participen
también en formas significativas en estos dos escenarios sociales. El
segundo punto se refiere a la reacción del estado originario y receptor
hacia los migrantes y su organización para fomentar, suprimir u orga-
nizar de alguna u otra forma las actividades transnacionales (1999;
2003).,

6 Guarnizo (1997, citado por Vertovec, 2003) propone un habitus
transnacional, entendiéndolo como: un sistema particular de disposi-
ciones dualistas que inclina a los migrantes a actuar y reactuar en si-
tuaciones específicas en una manera que pueda ser calculado y que no
es una cuestión de una aceptación consciente de un comportamiento
específico o de reglas socioculturales. Este concepto incorpora la posi-
ción social del migrante y el contexto en el cual ocurre la transmigra-
ción. Además, éste considera semejante a los migrantes de una misma
agrupación social (clase, genero, generación) y a la generación de prác-
ticas transnacionales ajustadas a las situaciones específicas. Este es un
tipo de habitus de orientación dual que se construye y reproduce por
migrantes que pueden tener un fuerte impacto tanto en la comunidad
de origen como en el país receptor.

Palacio Legislativo, a 3 de diciembre de 2013.— Diputado Carlos de
Jesús Alejandro (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Asuntos Indígenas, para dic-
tamen.
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